H. CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E. –

LIC. JOSÉ REYES BAEZA TERRAZAS, con la investidura de Gobernador Constitucional del Estado libre y soberano de Chihuahua, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 68, fracción II; 93, fracciones V, VI, y demás preceptos relativos de la Constitución Política del Estado, con genuino respeto acudo ante esta máxima soberanía legislativa a presentar una iniciativa, a fin de reformar, adicionar y derogar,  diversos preceptos del Código Penal, Código de Procedimientos Penales, Ley de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Ley de Justicia Especial para Adolescentes Infractores, Ley Atención y Protección a Víctimas y Ofendidos del Delito, Ley de Justicia Penal Alternativa y de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado, leyes que regulan el Nuevo Sistema de Justicia Penal de Chihuahua, en atención a la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. En el año 2006 el Estado de Chihuahua  inició un profundo proceso de modernización y adecuación de nuestro sistema de justicia penal a los principios de un Estado de Derecho, conciliándolo de igual forma al desarrollo social, económico, político y cultural experimentado por nuestra entidad.
II. El nuevo sistema procesal penal tiene por objeto concretar los ideales de una justicia que resuelva los conflictos penales en forma rápida, eficiente, transparente, imparcial, accesible, moderna y con respeto a los derechos fundamentales de las personas. En rigor, su objetivo es instalar una administración  de justicia moderna, capaz de conciliar -lo más eficientemente posible- el poder punitivo del Estado, con el pleno respeto a las garantías individuales.
III. Nuestro proceso reformista tiene en la integralidad uno de sus rasgos distintivos, sus miras rebasan la instauración del procedimiento penal oral, de corte adversarial-acusatorio, al buscar el cambio estructural tanto de las instituciones operadoras del nuevo paradigma como de los subsistemas que lo comprenden.
IV. Como ya se ha dicho y debemos de enfatizarlo, Chihuahua ha destacado desde hace mucho tiempo por ser un espacio de atinados ejercicios democráticos, jurídicos, sociales y económicos, que luego han sido reproducidos con éxito en otras partes del país, lo que ha convertido a nuestro Estado en referente en diversos campos.
V. La Reforma al Sistema de Justicia Penal es un esfuerzo histórico en el que se encuentran comprometidos los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, al igual que todos los sectores sociales de Chihuahua, prueba de lo anterior es la inédita inversión de más de 1600 millones de pesos que se han ejercido en este trascendental proyecto.
VI. El marco jurídico que constituyó la génesis del Nuevo Sistema de Justicia Penal de Chihuahua ha cumplido apenas un año de aplicación en la totalidad del territorio del Estado, a pesar del corto periodo de aplicación ya se pueden obtener notables experiencias de la misma, experiencias que en algunos casos han evidenciado la necesidad de modificar diversos preceptos legales, lo cual aunado a la necesaria adecuación que nuestra entidad debe observar respecto a la nueva legislación en materia penal y seguridad pública, adoptada por la federación con la introducción de las reformas constitucionales publicadas el 18 de junio del 2008 en el Diario oficial, ha propiciado la necesidad de reformar algunos de los ordenamientos que regulan el nuevo proceso penal.
VII. Conscientes de que toda norma es perfectible, dentro de las razones generadoras de las nuevas propuestas de modificación se encuentra el funcionamiento del Centro Estatal para la Instrumentación del Nuevo Sistema de Justicia Penal, entidad responsable de la instrumentación y consolidación del proceso y que en tal virtud ha hecho acopio y compilación de las diversas observaciones y propuestas hechas por los diversos operadores del sistema, las cuales han sido elaboradas como resultado de su cotidiano actuar en la aplicación del nuevo procedimiento, resaltando particularmente las disposiciones relativas al Código Penal, Código de Procedimientos Penales, Ley de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Ley de Justicia Especial para Adolescentes, Ley de Justicia Penal Alternativa,  Ley de Atención y Protección a Víctimas y Ofendidos del Delito, y Ley Orgánica del ministerio Público.
VIII. Cabe hacer mención que para la elaboración del presente paquete legislativo se constituyó una mesa técnica integrada por representantes de los diversos actores, quienes en las jornadas de trabajo aportaron sus opiniones construyéndose entre todos el presente paquete de iniciativas, mismo que fue enriquecido además con las propuestas realizadas por diversas entidades de la sociedad civil, tal fue el caso de los organismos empresariales, de los comerciantes, de los abogados, etc.
IX. El desarrollo del derecho penal ha enfrentado grandes obstáculos, de ahí que la evolución del sistema jurídico penal revele verdaderamente el grado de solidaridad social y desarrollo moral de la comunidad. Las leyes son un medio seguro y altamente eficaz que permite asegurar el carácter armónico y ordenado de la convivencia social; por ello debe fortificarse el orden jurídico adecuándolo a las necesidades que dicta la realidad actual. Desde luego, que el mejoramiento de las condiciones de seguridad y justicia no será inmediato, su evolución habrá de ser paulatina con la concurrencia de varios factores entre los que se destacarían el compromiso asumido de la sociedad civil para provocar una transformación orientada a impulsar una cultura de respeto a la ley, que deje obsoletas las reiteradas prácticas de inobservancia a los ordenamientos legales. El fortalecimiento del orden jurídico, la garantía de la legalidad y la consolidación de la formación cívica del individuo, son factores decisivos e indispensables para la transformación exitosa de nuestro sistema.

X. El crimen ha alcanzado niveles exponenciales y se ha ido especializando. Por ello, las autoridades tienen el irremisible deber de modernizar sus recursos humanos y materiales, de dotarse de técnicas, herramientas, marco jurídico y métodos más avanzados para prevenir y combatir la delincuencia en todas sus manifestaciones.

XI. Cualquiera que sea la perspectiva bajo la cual se contemplen los procesos de transformación integral y de consolidación del Nuevo Sistema, esta visión nos debe llevar a comprender que lejos de apreciar la Reforma integral como el simple paso de un estado de cosas a otro, debemos concebirla como una compleja evolución que se debe de abordar mediante la orientación de sus diversos procesos, cambio cuya progresividad es una cotidiana imposición de la realidad, resultado del entrecruzamiento de fuerzas, de la tenacidad por el cambio radical, de la lucidez estratégica y sistémica  y en suma de un sinfín de cambiantes factores.
XII. En razón de lo anterior, la misma óptica tiene que incorporar, desde los inicios del proceso reformista, la idea mejoramiento y perfeccionamiento, de movimientos en el sistema, expresados en avances y retrocesos, ejecución de acciones, evaluación, ajustes y/o rectificación de algunas de ellas, virtud a nuestra esencia humana y falible, máxime cuando el sistema que se busca consolidar se introduce,  -como es el caso-  tras siglos de prácticas de la forma de procurar y administrar justicia acendradamente arraigadas en la tradición jurídico-cultural de nuestra nación.
XIII. Así mismo, en el presente trabajo se ha cuidado consolidar la observancia de todos los tratados internacionales relativos a la violencia de género y familiar impactándolos en nuestras leyes a través de mecanismos jurídicos que fortalezcan el derecho de acceso a la justicia por parte de las víctimas de estos delitos, así como, la protección de las mismas al momento que entran en contacto con el sistema judicial, a través de disposiciones que mejoren la capacidad de actuar de todos los operadores del sistema, buscando propiciar su sensibilización en esta materia, a través de la ley.
XIV. Por lo anterior, no resulta extraño afirmar que cualquier proceso reformista a los sistemas de justicia que se emprendan, tendrán en el corto plazo una replica que lejos de suponer un síntoma del fracaso de la misma Reforma, es un normal y hasta alentador indicio de que se están logrando introducir prácticas relevantes que confrontan las inveteradas inercias inquisitoriales. Lo contrario, es decir su aparente éxito, paradójicamente sería una manifiesta expresión de su fracaso.

XV. El estudio de las reformas es ineludible para detectar las prácticas con mayor potencialidad de cambio, pues todo cambio real afecta una dinámica de poder y es impensable que esa dinámica quede transformada de una vez por todas en un tiempo muy corto. Y no solo eso, de ahí deviene la necesidad de incorporar la “Etapa de Evaluación” como una fase más del proceso mismo, tal y como en su momento se incorporó la fase de Implementación. Esto nos permitirá diseñar instrumentos de conocimiento y de intervención.
XVI. Cabe mencionar que en la elaboración del presente documento se pretende establecer en forma detallada y especifica  la explicación de los motivos y fundamentos que nos llevaron a proponer cada una de las modificaciones, lo anterior con el fin de dejar establecido con la mayor claridad posible el espíritu que anima a cada una de las reformas, dejando así el mínimo de ocasiones para una interpretación errónea o apartada de su verdadera motivación.
Expresado lo anterior, entramos a la justificación específica de cada propuesta de reforma, modificación o adición, empezando para ello con el Código Penal del Estado del cual se proponen las siguientes reformas:
Del artículo 21 relativo a las formas de autoría y participación, se propone agregar la fracción VIII “…mediante acuerdo previo o simultáneo, expreso o tácito, lo realicen en concurso con otros, aunque exista indeterminación del autor del resultado…”. En razón de que del contenido de la fracción VII del citado artículo, menciona que únicamente serán responsables quienes “con posterioridad” en la ejecución de algún delito auxilien al autor.

De lo anterior, resulta de suma importancia destacar, que se ha venido presentando la problemática en ubicar un tipo de participación tratándose de asuntos o delitos cuando se causan lesiones u homicidio, al pretender ubicarles en un grado de participación a los miembros de esos grupos, resulta que el citado numeral no es aplicable en la forma prevista, para abonar en su claridad.
Del artículo 46, relativo a la prelación de entre quienes tienen derecho a la reparación del daño, se propone agregar un inciso d),  en la fracción I, con este supuesto en virtud de que existen terceros directos de la víctima, como son los familiares de la víctima u ofendido que cubren gastos, así como las Instituciones de Seguridad Social, quienes con motivo de la comisión del delito se ven afectadas en su patrimonio. En este sentido debe incluirse que terceros ajenos a los hechos puedan recuperar los gastos erogados con motivo de la comisión o consecuencia de la comisión de un delito, siendo adecuado que el propio juez de garantía sea la autoridad competente, pues de otra manera éstas personas tienen que acudir ante un Juez Civil e iniciar un trámite y hacer erogaciones extras innecesarias.
Del artículo 48, precepto que hace alusión a la supletoriedad de la Ley Federal del Trabajo para la reparación del daño, se considera adecuado modificar el cálculo de la indemnización  a la que tiene derecho la víctima incluyendo para ello las pruebas específicas, que sobre el daño causado, obren en la indagatoria, las cuales se van atender primero para tal fin y solo a falta de estas se atenderá a lo dispuesto por la ley federal de trabajo para que pueda acceder al pago total de la reparación del daño en aquellos casos en que se demuestre este.
Del artículo 98, relativo a la Extinción por perdón del ofendido, se propone establecer  que el perdón no elimine el antecedente penal cuando se haya emitido sentencia condenatoria, debiendo quedar registrado para evitar que en  un futuro quien se benefició del perdón pueda acceder a beneficios que en estricto sentido no debe de obtener. 
Del artículo 99, relativo al otorgamiento del perdón, sus procedencias y sus alcances se replantea esa figura limitando su otorgamiento para determinados delitos dolosos. Con lo anterior, se busca terminar con unas formas de impunidad que en la práctica se han venido manifestando particularmente cuando se trata de delincuentes contumaces, en virtud de haber encontrado formas de obtener el perdón de sus víctimas sin que quede registro de ello, o que dándolo, la ley no prevé limitación alguna para este beneficio.

De igual forma se agrega un último párrafo, para establecer que no procederá el perdón de la victima u ofendido para los delitos de violencia familiar, lesiones y el delito de robo previstos en las fracciones IV del artículo 211 y III del artículo 212. 

Del artículo 100 Bis, se propone su creación con la finalidad de establecer la posibilidad de impugnar por parte de la victima u ofendido el perdón otorgado en los casos en que la voluntad de quien lo otorga no haya sido expresada libremente.

Del artículo 136, referido a las circunstancias calificativas de los delitos de homicidio y lesiones, se propone la re inclusión, como tal, de la Premeditación misma que fue suprimida en el proceso de tránsito entre el sistema de justicia tradicional y el actualmente vigente, lo cual aconteció sin justificación para ello. Por otro lado, se plantea hacer una actualización de la calificativa de brutal ferocidad, pero adecuándola a las circunstancias actuales, lo cual se propone al establecer una nueva agravante, cuando la ejecución del delito revele en el agente que lo ejecuta una desusada peligrosidad. 
Del artículo 158, se propone suprimir del primer párrafo: “Sin el propósito de obtener un lucro, causar un daño o perjuicio a la persona privada de su libertad o a cualquier otra”, pues es incorrecto establecer elementos negativos para acreditación del tipo penal.
Igualmente se propone eliminar el segundo párrafo que actualmente prevé como atenuante la liberación de la víctima dentro de los primeros tres días de su privación, pues al tratarse un delito de consumación inmediata el daño causado a la víctima se actualiza desde el momento que inicia su privación, no existiendo justificación para su consideración en este precepto.
Del artículo 159, se propone su derogación el cual es referente a la privación de la libertad con fines sexuales puesto que cabe perfectamente dentro del tipo básico.
Del artículo 192, que establece que los delitos que atentan contra el cumplimiento de la obligación alimentaria se perseguirán por querella, se propone su derogación para que sea un delito de los perseguible de oficio, en virtud de que su incumplimiento no solo atenta contra el acreedor alimentario, afectando mas allá de su esfera personal al desequilibrar la convivencia social.
De los artículo 208, en su primer párrafo se propone eliminar la frase “con ánimo de dominio”, en virtud de que el apoderamiento va en relación directa con la consumación del delito, por lo que no procede determinar que para el apoderamiento de la cosa sea necesario establecer el ánimo de dominio de la misma, siendo abordado este ánimo en lo referente a la culpabilidad.
Así mismo se propone en atención a la experiencia y adecuando la ley a la realidad, la modificación de las fracciones I y II de este precepto, así como del artículo 231, con la finalidad de adecuar las penalidades actualmente previstas, aumentándolas de dos a cuatro años, tres a seis años y de cuatro a quince años respectivamente, lo anterior atendiendo al principio de proporcionalidad de la pena y cerrando una de las formas de impunidad que se presenta con la obtención de condenas condicionales en razón de lo reducido de la penalidad actual. 
Del artículo 210 relativo al apoderamiento de cosa ajena con ánimo de uso y no de dominio, se prevé penalizarlo con seis meses a un año de prisión, hipótesis que no se encuentra prevista actualmente.
En el mismo sentido se propone el aumento de las penalidades de los artículos 211 y 212, que establece el primero  penalidad de 6 meses a tres años y el segundo de uno a diez años, para aumentarlas en el primer caso de tres a seis años y en el segundo de tres a diez años. En ambos casos relativas al delito de robo en las diversas modalidades previstas en los citados preceptos. 
Del artículo 213, se considera procedente establecer la diferenciación entre las conductas sancionadas como robo de uso.

Del artículo 214, relativo a la consumación del delito de robo, respecto a lo cual tenemos que la redacción actual propicia que el concepto “control y dominio” genera confusiones entre los operadores del sistema en torno a la consumación del delito generando una de las formas de impunidad que se buscan cancelar, por ello se propone establecer la consumación del delito cuando el agente tenga “bajo su poder” el bien, lo cual permite mayor precisión del momento en que se consuma el ilícito para ubicar este, desde el instante en que su apoderamiento le permite disponer del mismo.
Del artículo 243 relativo a las excluyentes de los delitos que se investigan por querella necesaria, se considera conveniente incluir al delito de extorsión.

Del artículo 307, debe modificarse nuestra legislación con el objeto de que se elimine de la redacción actual en donde señala que la falsedad de declaración ante autoridad deba ser sustancial y deliberada, pues ello ha llevado a que los jueces difícilmente vinculen a proceso a alguna persona, además de que ello debe tratarse como parte del dolo en donde puede interpretarse de manera amplia esa intención.
Finalmente del artículo 317 Bis, se propone su adición para establecer como una conducta tipificada la de aquella persona que arriende, de en préstamo o transmita la posesión, en cualquiera de sus formas, de sus bienes muebles o inmuebles y estos estén siendo utilizados para la comisión de un delito por quien los adquiere o un tercero. Todo esto en el supuesto de que el dueño tuvo conocimiento de esto y no lo notificó a la autoridad. 
En lo tocante a las reformas adiciones  y derogaciones propuestas para el Código de Procedimientos Penales, tenemos que:

Del artículo 7, relativo a la defensa técnica, se propone establecer que no será necesaria de presencia del defensor en todos los actos de la investigación desformalizada, no obstante lo cual tendrá acceso en todo momento a los antecedentes de la investigación; Con lo anterior se busca actualizar el principio de celeridad procesal, ello sin demerito del derecho que tiene toda persona a una defensa técnica, garantía que no sufre menoscabo con esta previsión.  
Del artículo 34, relativo al restablecimiento de las cosas a su estado previo, se propone establecer con mayor precisión el monto de la garantía que en su caso se haya de fijar. 
Respecto de los artículos 35, 318, 415 y 417  relativos a la celebración audiencias, se propone modificar términos dentro del desarrollo de las mismas que incidirán en una mayor celeridad procesal y seguridad jurídica. 

Respecto del artículo 82, se establece claramente la satisfacción de las condiciones y la reparación del daño, como presupuestos para  la extinción de la acción penal a través del cumplimiento del plazo establecido para la suspensión del proceso a prueba sin que este se haya revocado. 
Respecto del Artículo 120, relativo a quienes se consideran ofendidos del delito, se propone cambiar el orden de prelación para pasar a quinto término a aquellas personas que tengan el carácter de conviviente de la víctima que hubiere permanecido a su lado cuando menos dos años antes de que ocurriera el hecho.

Por otra parte, se propone adicionar un último párrafo buscando subsanar la imposibilidad actual de continuar con el proceso en aquellos casos en que la víctima se encuentre incapacitada o por ausencia justificada para tomar decisiones procesales, evitando, por ejemplo, que a pesar de  contar  con persona  detenida,  esta  tenga  que  ser  liberada por  la  falta  de un  requisito de  procedibilidad, o  bien, no se  pueda  pactar  alguna forma de  salida  alterna al  conflicto, por  no  contar  con  quien  lo  represente legítimamente, lo anterior siempre y cuando el considerado ofendido no se encuentre involucrado en la comisión de esos hechos en algunas de las formas de participación establecidas en el Código Penal.
Respecto del Artículo 139, relativo al Derecho de elección de defensor de la preferencia del imputado, se propone eliminar la posibilidad de asistirse de persona de su confianza, ello en concordancia con la reforma constitucional federal publicada el 18 de junio de 2008 en el Diario Oficial de la Federación en tal sentido.
Respecto del artículo 158, relativo a la proporcionalidad de la pena, se propone modificar la ley a efecto de que la prisión preventiva no pueda rebasar la pena máxima del delito que se trate en vez de la mínima, pues la practica enseña que en muchas ocasiones no se logra una sentencia firme, lo que implicaría en su caso modificar la medida cautelar impuesta durante el procedimiento, dejando con ello una sensación de impunidad.
Respecto de los artículos 164 y 167, relativos a la detención en caso de flagrancia y en caso urgente, respectivamente,  se propone que invariablemente se fije caución por parte del Ministerio Público, en los casos en los que no se pretenda solicitar la prisión preventiva en contra del imputado, ello para no romper con la garantía de reparación del daño a favor de la víctima.

Respecto del artículo 168, relativo a la audiencia de control de detención, se propone que en caso de ausencia del agente del Ministerio Público el Juez lo informe al superior  jerárquico y se provea lo conducente para su remplazo con el fin de continuar con la audiencia.

Respecto al artículo 169, 171, 173, 180,182 y 183  relativos a las Medidas Cautelares, se considera pertinente las siguientes propuestas:

La derogación de la medida cautelar consistente en someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada, pues en la práctica casi invariablemente consiste en un internamiento en centro de deshabituación, el que debe de cubrir el Estado, lo cual además de gravoso es ineficaz. 

De igual forma se considera necesario clarificar y detallar lo establecido para la medida cautelar de arraigo, diferenciando la modalidad vigilada - por elementos de los cuerpos de seguridad pública y en el lugar que indique la Dirección de Ejecución de Penas- y sin vigilancia en el domicilio del imputado o de otra persona, con las modalidades que determine el Juez.
Debe suprimirse el párrafo que establece que el juzgador puede dejar de imponer medida cautelar al contar con la promesa del imputado de presentarse, pues ello en la práctica es inaplicable en atención a las condiciones delictivas prevalecientes.
Se propone también actualizar con claridad que la medida de separación inmediata del domicilio, se aplicará en tratándose de delitos de violencia familiar o contra la libertad y seguridad sexual y el normal desarrollo psicosexual.

Relativo a la imposición de medidas, se propone adicionar la hipótesis en la que el juez no estando de acuerdo con la medida solicitada por el agente del ministerio público, deberá, de plano, imponer la medida cautelar que considere eficaz para sujetar a proceso al imputado.

Relativo a la inobservancia de la medida cautelar diversa a la prisión preventiva, el juez ordenará de plano su sustitución por la de prisión, lo anterior en virtud de que la práctica ha arrojado una estadística en la que se advierte que el 80 % de las medidas cautelares impuestas son incumplidas, en base a ello debe ahora endurecerse la consecuencia.

Respecto a los casos en que procederá  la revisión, sustitución, modificación y/o cancelación de las medidas cautelares, se considera pertinente incluir la del estado en que se encuentre el proceso, de tal forma que de éste se advierta que ha aumentado el riesgo para la sociedad, lo anterior en virtud de que en la práctica se ha presentado reiteradamente el hecho de que en la medida que se está acercando el momento de una resolución judicial final, el imputado advierte que su conducta va a tener consecuencias, por lo que tiende a tratar de sustraerse de la acción persecutoria.
Relativo a la terminación de la prisión preventiva, se propone que en congruencia con la Constitución Federal, específicamente de la fracción IX del apartado B, del artículo 20, se establezca la posibilidad de que la prisión preventiva se imponga hasta por dos años.
Finalmente, se propone establecer que la prisión preventiva en caso de impugnación de la sentencia condenatoria por parte de la defensa, se prolongue hasta que se resuelva aquella en definitiva.

Del artículo 197, relativo a los acuerdos reparatorios, se propone aclarar que su procedencia se limita a uno sólo para el caso de delitos culposos y en general limitarlo a uno solo por hechos de la misma naturaleza. 
Así mismo se propone en cuanto a la procedencia de los acuerdos reparatorios y de la suspensión del proceso a prueba (197 y 201), excluir de estos beneficios al delito de robo en los casos previstos en los artículos 211 fracción IV, cuando se trate accesorios o partes de vehículos; y 212 fracción III del Código sustantivo.  

Respecto del Artículo 200, relativo a los efectos de los acuerdos reparatorios, se propone que cuando los acuerdos estipulen la entrega de bienes o valores, esta se realice a través de la Dirección. Así mismo de las reformas de los artículos 201, 204 y 209, y la derogación del 203, relativos a los acuerdos reparatorios, la suspensión del proceso a prueba y el Juicio abreviado -respectivamente-, se propone incluir que para ser sujeto de estos beneficios, además de no existir oposición del Ministerio Público, víctima u ofendido, el imputado deberá tener cubierta la reparación del daño, fortaleciendo la posición de la víctima y la posibilidad del resarcimiento del daños sufrido.

En lo relativo a la suspensión del proceso a prueba, se propone una modificación buscando que ésta sea una salida viable para resolver delitos de violencia familiar, toda vez que actualmente existe la imposibilidad material para llevar a cabo suspensión de proceso en este delito en razón de que es común que los imputados presenten antecedentes penales, lo que conlleva necesariamente irse a un procedimiento abreviado o a juicio oral pues no procede  ni el perdón de la víctima ni acuerdos reparatorios por disposición expresa en la ley y si en la práctica se limita  esta otra salida, se va en contra de los fines del proceso penal, igualmente se propone que la oposición puede ser del Ministerio Público o de la víctima y no mancomunada necesariamente.

Respecto del artículo 204, se considera por técnica de redacción consolidar en uno solo los primeros dos párrafos del precepto.

Respecto del artículo 219, relativo a los Delito perseguibles por querella, es de proponerse la supresión como tal a la falsificación de documentos, de acuerdo con el párrafo segundo del artículo 330 del Código Penal, pues en realidad afecta un bien jurídico que lesiona la seguridad jurídica que se debe tener de los documentos que circulan en la vida diaria, ya sea públicos o privados, por tanto debe imponerse como delitos de los que se persiguen de oficio. Así mismo el delito de extorsión se elimina de los delitos que requieren querella necesaria en razón de que la experiencia reciente nos dice que este delito ha ido en aumento y la naturaleza del mismo incide en la calidad del perdón que se otorga pues al involucrar la amenaza esta puede influir en la voluntad con que se otorga el perdón.

Así mismo, debe suprimirse el delito privación de la libertad con fines sexuales, ya que éste se propone sea derogado del Código Penal. También es  menester  precisar en la Ley  la facultad de  los  menores para  interponer  querellas, y  no  dejar  a la discreción de autoridad alguna determinar si  el menor cuenta con dicha facultad o no. 

Respecto al artículo 223 Bis, se propone su adición para establecer el pago de recompensa a las personas que colaboren eficazmente a esclarecer el hecho delictivo investigado, a ubicar o a localizar algún imputado, esto cuando se trate de delitos que afecten seriamente bienes jurídicos fundamentales o de investigación compleja, atendiendo la experiencia de otros países donde se ha establecido con gran éxito el sistema de recompensas  para la función investigadora, ello estimula al ciudadano a dar información con  el beneficio para la autoridad de resolver delitos, debiendo excluirse a los integrantes de la instituciones de la procuración y administración de justicia.

Del artículo 262, relativo al procedimiento para reconocer persona, se propone la modificación del último párrafo del precepto, toda vez que en la práctica cotidiana en el desarrollo de las diligencias de reconocimiento, se presenta frecuentemente la imposibilidad de integrar las ruedas de las personas a identificar con individuos que sean de aspecto similar al de quien se pretende identificar, realidad que le ha frustrado al Ministerio Público  imputaciones de víctimas o testigos que no obstante reconocer contundentemente a los imputados, al no contar con personas de aspecto similar a este, es imposible perfeccionar jurídicamente la diligencia, lo que conlleva a que los jueces tengan que restar valor probatorio a dicha información que se estima primordial. La anterior problemática tiene una expresión más dramática en el sistema de justicia para adolescentes, pues el buscar a otros menores de edad para ponerlos en fila junto con el menor imputado, puede generar incluso violación de los derechos del niño. 
Lo anterior ha generado formas de impunidad por fallas técnicas que salen del alcance de la autoridad ministerial y judicial. Por ello se propone que en aquellos casos en que exista la imposibilidad material de contar con personas de aspecto similar, se autorice el reconocimiento mediante fotografías previsto en el artículo 264.  Ello de ninguna manera violaría el derecho de defensa, pues el defensor va a estar presente en el mismo y puede hacer las observaciones conducentes en torno a la actuación.
Respecto del Artículo 272, relativo a la conservación de los elementos de la investigación, se propone reafirmar que solo cuando no hayan sido puestos a disposición del Juez, los elementos de la investigación serán conservados bajo custodia del Ministerio Público y en ambos casos se deberán adoptar las medidas necesarias para evitar su alteración.

Respecto al artículo 275, relativo a la Oportunidad para formular la imputación, se propone adicionarle la frase “…obren datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión…” lo anterior, con el  objeto de adecuar al marco constitucional federal en lo conducente, la formulación e imputación.
Respecto al artículo 277, relativo a la formulación de la imputación y declaración preparatoria, se propone adicionar un último párrafo para establecer que cuando la víctima u ofendido asista a la formulación de la imputación, el Juez deberá individualizarla y darle a conocer los derechos que establece el artículo 121 de este ordenamiento.

Respecto del artículo 284, relativo al Valor de las Actuaciones, se propone que  para darle mayor claridad debe agregarse en este numeral que “por sí mismas” no van a tener valor probatorio los antecedentes de investigación y elementos de convicción desahogados en la audiencia de vinculación a proceso, pues existen  excepciones a dicho principio y por ello debe quedar plasmado como una regla principal únicamente.
Respecto al artículo 285, relativo a plazo judicial para el cierre de la investigación, se propone adicionarlo con un último párrafo, para prever la posibilidad de que sin perjuicio a lo previsto en el primer párrafo del precepto, el ministerio público pueda cerrar la investigación y  presentar su acusación en los términos de los lineamientos,  que para tal efecto expida la procuraduría, tomando en cuenta para ello en su caso la solicitud de la víctima u ofendido o su defensor para un mayor plazo para su defensa.
Respecto al artículo 286, relativo al plazo para declarar el cierre de la investigación y en su caso su prorroga, se propone adecuar el mismo a lo establecido en la Constitución Federal, lo anterior en virtud de que nuestra legislación  contemplaba como ampliación únicamente el plazo establecido en el artículo 285, por lo que debe atenderse a la adecuación constitucional.

Del artículo 300, relativo a la citación a la audiencia intermedia, se propone el establecimiento de un plazo de tres días a partir de la notificación de la citación para que se lleve a efecto la audiencia intermedia, con lo cual se termina con la indefinición que la redacción actual propicia contribuyendo a sí mismo con la celeridad procesal.

Relativo al artículo 301, relativo a la actuación de la víctima u ofendido, se reforma en congruencia con la reforma constitucional federal, publicada el 18 de junio de 2008 en el Diario Oficial de la Federación.
Respecto al artículo 318, relativo a la fecha, lugar, integración y citación de las actuaciones previas al Juicio, con el fin de consolidar los principios sobre los que descansa una justicia pronta y expedita, se propone replantear algunos términos y plazos procesales establecidos para las actuaciones previas al Juicio Oral, hasta la fijación de la audiencia de apertura incluso, subsanando también omisiones respecto a los tiempos de algunas actuaciones de la autoridad judicial.

Respecto del artículo 333 relativo a la valoración de la prueba, se propone incluir los elementos de prueba por cualquier medio desahogados durante la audiencia del debate de juicio oral, como una necesaria consideración por parte del tribunal en la construcción de su motivación. 

Del artículo 335, relativo a la facultad de abstención, se propone agregar un último párrafo que establezca que el testigo que haya rendido su declaración ante el Ministerio Público, o entrevista policial y se haya hecho saber este derecho no podrá negarse a declarar en la audiencia de debate de juicio oral.

Respecto del artículo 362, relativo a los métodos de interrogación, se propone re delinear esta actividad con el fin de dotar de mayor agilidad y celeridad jurídica al desarrollo de estas diligencias, así como la modificación de este precepto para adecuarlo a las disposiciones de la Constitución federal en la materia.

Respecto al artículo 363, relativo a lectura de declaraciones anteriores en la audiencia de debate de juicio oral, lo anterior en razón de que se ha tomado el criterio distorsionado de que si bien solo serán consideradas las pruebas que sean desahogadas ante la autoridad judicial, ello no implica desestimar la naturaleza indiciaria de declaraciones anteriores a la audiencia de debate de juicio oral, que si bien no tendrá la fuerza de prueba, fueron rendidas conforme a la Ley.
Respecto al artículo 364 relativo a la reproducción de las declaraciones del imputado ante el ministerio público, se propone que ésta, pueda introducirse en la audiencia de debate de juicio oral vía su reproducción electrónica siempre que la misma se haya hecho en los términos del artículo 298. Lo anterior, como una herramienta más de agilidad y celeridad procesal, sin demerito de ninguno de los derechos fundamentales de las partes en el proceso, ni de los principios en el nuevo sistema, y en concordancia con lo establecido en la justificación invocada para el artículo 363.
Respecto al artículo 370, relativo a  alegatos de clausura y cierre del debate, se propone agregar un derecho a la víctima u ofendido para que antes de declarar cerrado el debate, manifiesten lo conveniente.
Respecto al artículo 385, relativo a los alegatos finales y lectura de sentencia, se propone  agregar un párrafo que establezca que el juez inmediatamente después de dictar sentencia deberá hacer efectiva la garantía que se haya fijado y en caso de no existir, se deberá establecer un plazo que no exceda de tres meses para cubrir el monto del daño causado. Esto, como una de las garantías que tiene la victima dentro del procedimiento.
Respecto al artículo 387, relativo a la procedencia del juicio abreviado, con el fin de no vulnerar las garantías de la víctima u ofendido, se propone que para gozar de este beneficio el imputado haya pagado la reparación del daño y no  exista oposición de la víctima u ofendido para su aplicación.

Respecto del artículo 388 relativo a la  Oportunidad para llevar a cabo el procedimiento abreviado, se propone la reforma de su último párrafo, que modifica la penalidad con la que podrá negociar el ministerio publico su realización, para dejarla en la pena mínima que le corresponda al delito. Asi, mismo se precisan términos y formas de proceder por parte del ministerio publico para el caso de negativa de realización de juicio abreviado.
Respecto al artículo 389, relativo a la verificación del juez sobre el consentimiento de la víctima  en torno a la procedencia del procedimiento, se propone que para dar mayor seguridad jurídica a la víctima, es oportuno establecer  la existencia de su consentimiento y se le haya reparado el daño.

Respecto al artículo 390, relativo a la resolución sobre la solicitud de procedimiento abreviado, se propone que para  evitar malas interpretaciones, es oportuno precisar que el juez hará una verificación de la observancia del cumplimiento de los requisitos. 

Respecto a los artículos 414, 415, 417 y 418 relativos al capítulo de las resoluciones apelables, acerca del recurso de apelación, que solo alcanzaba los actos de los jueces de garantía,  se propone que implique también algunas determinaciones del Tribunal de Juicio Oral, con el fin de adecuar nuestra legislación a la Constitución federal y en observancia a los instrumentos internacionales en la materia. 

En general la propuesta es ampliar las resoluciones de los jueces o tribunales susceptibles de ser apelables, lo anterior en observancia a los derechos fundamentales de quienes intervienen, sin que ello implique alteración al control horizontal como uno de los principios en que se basa el nuevo sistema procesal penal. 

Así mismo y buscando garantizar los derechos de todos los sujetos procesales  se propone ampliar de tres a diez días el término para la interposición de los recursos, determinándose que al hacerlo solamente se enunciaran los conceptos de agravio, dejando su desarrollo al momento de la audiencia con lo cual se consolidan los principios de del nuevo sistema particularmente los inmediación y publicidad. De igual forma se precisa que el  citado término de diez días, se computará a partir de la presentación del recurso con lo que se busca garantizar una justicia pronta y expedita.    

Con la determinación de que el juez de segunda instancia solo pueda tener a su disposición la carpeta de investigación cuando a ésta haya tenido acceso el de primera instancia, se busca dotar de mayor seguridad jurídica al proceso.   

Respecto al artículo 423, relativo a la casación de carácter procesal, se propone precisar el plazo para que se lleve a cabo un nuevo juicio, lo anterior para evitar el menoscabo a la seguridad jurídica que la omisión le representa al proceso penal.
Con relación a las modificaciones propuestas a la Ley de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, se plantea:
Reforzar a través de la ley y con base en la experiencia, los mecanismos, procesos e instancias ejecutoras en la materia, ello dotándolos de mayores y mejores herramientas para su desempeño. En este sentido, el objetivo es eficientar las responsabilidades de seguimiento y vigilancia en la ejecución de las medidas judiciales dictadas tanto durante el procedimiento como en la etapa de ejecución de sentencia, dando claridad a la actuaciones de cada uno de los operadores de este ámbito.
En razón de lo anterior, las reformas en esta materia pasan por la precisión de las implicaciones y responsabilidades que generará cada una de las circunstancias que se presenten durante la ejecución de las medidas judiciales. En este sentido, se encuentra la previsión de un informe técnico que la autoridad auxiliar, a través de la dirección pondrá a disposición del juez para que éste cuente con mayores elementos al momento de la toma de decisiones en materia de ejecución.

Así mismo se pretende abatir una de las formas de impunidad detectadas con la aplicación del nuevo sistema de justicia, consistente en el incumplimiento  de las medidas judiciales, que sin consecuencia alguna se llegan a presentar.
En razón de lo anterior las reformas en esta ley se hacen en concordancia con la pretensión de reforzar la etapa de ejecutiva materia de ejecución de penas y medidas de seguridad, a través de la clarificación de responsabilidades, funciones, atribuciones y facultades que tendrán y podrán asumir, tanto los funcionarios de la Dirección de ejecución de Penas, como la autoridad judicial y las autoridades auxiliares en las respectivas etapas del proceso, involucrándolas corresponsablemente en el desarrollo de esta actividad.
Respecto del artículo 1, relativo a la disposiciones de la esta ley se propone adicionar a las autoridades del régimen municipal para que auxilien en lo conducente al cumplimiento de esta ley, en los términos de las nuevas disposiciones del orden federal en la materia, que establecen un sistema de coordinación con autoridades auxiliares.

Respecto del artículo 12, relativo a las atribuciones del Juez de Ejecución de penas, se propone  derogar las fracciones II y VII, reformar la fracción IV y adicionar la fracción XI, todo lo anterior con la finalidad de consolidar y dar mayor agilidad y eficiencia a las funciones del juez estableciendo las responsabilidades que requieren de mayor capacidad aquellas dichas atribuciones en los siguientes términos:  La Fr. II., que se deroga, trata la vigilancia en la adecuada clasificación, que en la práctica se ha generado, dado que situaciones de esta naturaleza son ventiladas necesariamente en audiencia pública, a pesar de que previo a esta actividad se han rendido dictámenes por parte de los cuerpos especializados del los que ha tenido conocimiento el juez, sin embargo específicamente en los penales estatales existe un sector de internos penetrado por pandillas que tienen un modo especifico de organización, en las que se remiten emisarios o reclutadores a otras secciones, con el fin de integrar mas miembros a estas, o con el fin de realizar ataques a las pandillas rivales, aspectos que deben ser tomados en consideración, por lo que debe ser una facultad estricta y exclusiva de la autoridad penitenciaria por su capacidad técnica, no debe quedar  expuesta a debates.

En lo relativo a la Fr. IV, se considera que esta es una facultad directa del juez de Ejecución, la que no se debe constreñir a la supervisión en el otorgamiento o denegación de beneficios, toda vez que el control jurisdiccional de la legalidad de la sentencia, el mantenimiento, cesación o modificación de esta, así como la resolución  sobre el otorgamiento o  negación de beneficios, se encuentran dentro  de los aspectos medulares de la judicialización de la fase ejecutiva, que se completa con el alcance en esta facultad.

Acerca de la Fr. VII., tenemos que del análisis conjunto de las facultades establecidas para el Juez de Ejecución, se encuentran contenidas además de la vigilancia en la clasificación, la de la visita a los centros penitenciarios,  aspectos que inciden en una figura complementaria al Juez de Ejecución que es el Juez de vigilancia, quien debe estar capacitados en aspectos relacionados con la Administración Penitenciaria, aspectos de carácter criminológico relacionados con el tratamiento,  que le permitan realmente incidir en la mejora del sistema. Aunado a que este tipo de figura cuenta con una infraestructura de apoyo constituido por juzgados de ejecución, con personal, infraestructura y recursos  para realizar esta tarea, lo que dificulta al Juez de  lo Oral dedicarse de lleno a esta fase de vigilancia, por lo que son dos alternativas, perfilar estrictamente al Juez de Ejecución con el modelo planteado en la Ley, o transitar hacia el otro modelo con mas intervención en la administración penitenciaria, capacitando de fondo a este perfil.

Sobre la Fr. XI. y  XII, en la práctica existe una indefinición de criterios por parte de los jueces de ejecución respecto a su participación o alcance en estas atribuciones, a pesar de que de la interpretación integral de todas sus facultades se desprenden estas de carácter complementario, a fin de resolver la duda y para mayor claridad  se sugiere la reforma.

Para resolver el otorgamiento o no de un beneficio, además de aplicar el cómputo de penas así como su acumulación.

Respecto del artículo 14, relativo a la irrecurribilidad de las resoluciones judiciales, se propone reafirmar los principios del Nuevo Sistema de Justicia penal particularmente el garante de los derechos de los sentenciados, estableciendo la posibilidad de recurrir las resoluciones que consideren les agravien, sin que ello vaya en menoscabo de la celeridad procesal ni de las atribuciones del juzgador en materia de ejecución de penas. 

Respecto del artículo 16, relativo a las facultades de  la Dirección de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, respecto del artículo para hacer comparecer a los imputados y sentenciados con fines de notificación, información, registro y control de las medidas judiciales, así como requerir la información y documentación a las autoridades auxiliares.
Esta adición permite que aspectos determinantes para la vigilancia como es la comparecencia de los imputados para los fines descritos, otorgue legalidad a un acto de molestia indispensable para la vigilancia.

Así mismo la integración de un informe técnico en el que se incluya toda la información proporcionada por la autoridad auxiliar debidamente constatada por la Dirección, permite mediante esta documental proporcionar un medio objetivo de prueba para debatir en la respectiva audiencia sobre el cumplimiento del sentenciado a las restricciones impuestas. 

Por otra parte la estandarización de la actuación de la autoridad a través de protocolos o reglamentos sobre la vigilancia específica, además de proveer una herramienta metodológica en su actuación, hace eficiente esta a través de las mejores prácticas de vigilancia. 
Sobre el artículo 21, referente a la Secretaría de Educación y Cultura, solo se agrega una palabra y se quita una frase, pues antes era el juez quien determinaba las medidas cautelares en las que auxiliaría esta secretaria, y ahora es ésta la que determinará dichas medidas, esto dado que en la mayoría de los casos será la autoridad ejecutora quien cuente con el conocimiento de los programas, instituciones, requisitos de ingreso y excepciones para canalizar a los suspensos del proceso conforme a su grado educativo, antecedentes escolares, y aptitudes o habilidades.

Se propone la creación del articulo 21 bis, para incluir con este precepto a la Secretaría de Desarrollo Industrial como autoridad auxiliar, lo cual permitirá una congruencia orgánica y funcional para la ejecución de la medida de acuerdo a su naturaleza, ya que  conforme a la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado, esta Secretaría cuenta con las facultades, enlaces, recursos y programas adecuados para la ejecución, por lo que incluirla propiciará realmente una canalización a empresas que permitan una incorporación de imputados y sentenciados.  

Respecto del artículo 35, relativo al arraigo sin vigilancia con modalidades, se modifican algunas partes del articulo original, dado que si bien por su naturaleza el arraigo es sin vigilancia, en la practica la imposición de la medida lisa y llana es ineficaz, pues ante la carencia de algún mecanismo de control intermitente para verificar que el imputado cumpla la medida, no existe forma de corroborar su cumplimiento y menos aún cuando se le establece alguna modalidad como los permisos de salida para trabajar o estudiar.

En razón de lo anterior, se adiciona la participación de la autoridad municipal toda vez que tiene calidad de auxiliar, y es muy importante su participación ya que está presente en todos los cabeceras distritales, municipios y secciones. Así mismo se incluyen los permisos de salida para trabajar y estudiar.

Respecto del artículo 36, relativo al arraigo con vigilancia permanente, el cual fue modificado casi en su totalidad, sobre las disposiciones establecidas por los tribunales de primera instancia quienes darán aviso inmediato a la Dirección de la resolución tomada, la cual, previo estudio, determinara el lugar en donde se realizara el arraigo.

Lo anterior bajo los razonamientos de que el domicilio del imputado es uno de los elementos fundamentales para la imposición de esta medida, toda vez que ante la inexistencia o falta de idoneidad de este, es imposible su ejecución, por lo que la información proporcionada por la autoridad vigilante es indispensable y un elemento previo para su imposición, datos que deberán ser tomados en cuenta para ello, así como para su continuación. Ahora bien, la falsedad en la información, además de que procesalmente se establece como una presunción de fuga, definitivamente actualiza las hipótesis contenidas para el otorgamiento de la medida en el caso del riesgo para la sociedad.

Respecto al artículo 46, se propone la derogación a fin de evitar repeticiones en las disposiciones establecidas, ya que nuevamente se habla de esta fase, cuando se refiere al tratamiento en el artículo 161.

Respecto al articulo 48, se propone que se dará aviso mediante resolución decretada por el juez al administrador del tribunal para que provea lo conducente a efecto de que se ejecute la medida cautelar en base a las reglas del Código de Procedimientos Civiles, en virtud de que en la redacción de origen se determinó establecer con carácter de auxiliar a la Secretaría de Finanzas, a fin de que en el embargo precautorio, apliquen las reglas establecidas para el procedimiento administrativo de ejecución, sin embargo la naturaleza temporal del embargo y en su momento definitiva, no participa de la naturaleza de un crédito fiscal, por eso se estima mas practico a fin de asegurar el efectivo señalamiento de los bienes y la constitución del embargo, atendiendo supletoriamente las reglas del Código de Procedimientos Civiles que son mas afines a esa figura. Por otra parte el tribunal, con la estructura de notificadores y personal adscrito, podrá asegurar el efectivo cumplimiento de la medida. Así mismo se agregan el artículo 49 para especificar las autoridades ante quienes se deben realizar las acciones conducentes así como la adición de la Secretaria de Desarrollo Industrial por congruencia con esta iniciativa de reforma.

Respecto del artículo 59, relativo al computo de la pena privativa de libertad, en tratándose de mas de una pena provenientes de diversas sentencias, se propone precisar que el tiempo transcurrido en prisión preventiva como medida cautelar se computará para descontarse de la pena impuesta en el proceso que primero dicte sentencia, evitando descontar más de una vez el lapso de prisión preventiva. La regulación actual de la ley beneficia inequitativamente a sentenciados con diversos procesos.

Respecto del artículo 64, relativo a otras modalidades de internamiento, se propone adicionarlo con los casos donde se puede imponer otro tipo de modalidades respecto del internamiento en razón de la edad o del estado de salud del sentenciado que pongan en grave riesgo su integridad física, permitiendo la posibilidad de ejecutar el internamiento en lugares más adecuados para el caso concreto (Hospital, asilo de ancianos, domicilio, etc.).

Respecto del artículo 67, relativo a los requisitos para otorgamiento del tratamiento preliberacional, se propone modificar la fracción IV y adicionar la fracciones VIII con la finalidad de no limitar la posibilidad de trabajo en el sentenciado, sujeto a los aspectos enunciativos que señala el artículo, ampliando la posibilidad de que aquellos centros penitenciarios que no cuenten por ejemplo con actividades industriales, excluyan la posibilidad del  cumplimiento del requisito, sino que permitan de acuerdo a la infraestructura y presupuesto a la autoridad penitenciaria diseñar los programas de trabajo  mas acordes, que permitan incluir el mayor número de beneficiados .
Con la fracción VIII se pretende que el tratamiento y los estudios de personalidad constituyan una base para determinar su factible reinserción.

Respecto del artículo 70 se propone incluir como causal de improcedencia del beneficio de la libertad preparatoria tanto la tentativa de los delitos actualmente previstos en el precepto, como de los delitos de robo previstos en la fracción  IV del artículo 211, cuando se trate de accesorios o partes del vehículo, y en el artículo 212 fracción III, así como el delito de extorsión, lo anterior con la misma justificación expresada en su oportunidad.
Respecto del artículo 70, relativo a la solicitud del beneficio, se propone que esto solo se pueda hacer ante el juez de ejecución de penas por una sola ocasión.
Respecto del artículo 75, relativo a la vigilancia de los beneficios, se propone que abarque todos los beneficios de libertad anticipada previstas en el capítulo que se aborda.

Respecto al artículo 80, relativo al procedimiento para la concesión de beneficios, se propone adicionar que la substanciación de la solicitud del beneficio, una vez cumplimentada ante la dirección y remitida esta al juez de ejecución, se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 12 Bis de esta ley, adición que se propone a fin de que este en concordancia con las propuestas de reformas realizadas a los artículos citados, que cambia radicalmente el proceso sujetando procesalmente a las reglas establecidas para la audiencia de debate  en juicio oral.

La resolución a que se refiere el artículo anterior será notificada el día de su emisión a la Dirección, para que la cumpla en sus términos.

Se propone la creación del artículo 97 Bis, para establecer en este precepto los requisitos para la permanencia del beneficio de la Condena Condicional originalmente previstos en el artículo 97, agregándosele, donde se prevé la abstención del sentenciado de ingerir alcohol y sustancias psicotrópicas, lo anterior para establecer con claridad que una vez concedida la suspensión de la condena   deberá de observar los requisitos impuestos, como obligaciones en las que se advierta una real reincorporación social mediante una buena conducta. 

Respecto del artículo 100, se propone agregar el artículo 123 de esta ley, a los artículos 30, 32 y 33, en cuyos términos la autoridad ejercerá la vigilancia de la condena condicional, ya  que lo anterior permite una vigilancia de fondo que es la medida de seguridad contenida en el precepto, misma que por su naturaleza permite realizar una supervisión a la autoridad ejecutora mediante su canalización a programas de ayuda psicológica en los casos necesarios.

Respecto al artículo 101, relativo a la extinción de la sanción, se propone adicionar una frase final con respecto al pago de la reparación del daño. Esta inclusión clarifica uno de los aspectos esenciales que se consiguen en la condena condicional, esto es la reparación del daño a priori antes de su otorgamiento, sin embargo por una falta de interpretación sistemática esta condición ha sido sujeta a posteriori o en forma de condición resolutoria, lo que en muchos de los casos genera que los derechos de las victimas u ofendidos sean menoscabados por no cumplir en forma, de ser así la sentencia no quedará extinguida y deberá retrotraerse su computo a la fecha en que debió reparar el daño.  

En caso de que cometa nuevo delito doloso después de concedido el beneficio, se hará efectiva la prisión suspendida.

Respecto al artículo 103, actualmente relativo a la sustitución de la prisión, se propone se derogue, toda vez que en la práctica se ha otorgado esta alternativa al beneficiado de condena condicional como una segunda oportunidad para reincorporarse socialmente, pero que por no sujetarse a los requisitos para su otorgamiento -como la reparación del daño o las obligaciones o mecanismos de control que vigilan su conducta y constatan precisamente la finalidad de la condena-, ocurre que a través de esta vía se constituye una tercera oportunidad a quien no quiso cumplir con la segunda alternativa, abriendo de esta forma una puerta a la impunidad para quien ya sentenciado no desea realmente incorporarse a la sociedad como un ciudadano respetuoso de las reglas.

Respecto al artículo 104, actualmente relativo a la facultad de promover la suspensión, igualmente se propone su derogación, en virtud de estar correlacionado con el anterior artículo 103, por lo que aplican las mismas justificaciones. 

Respecto al artículo 126, relativo a la ejecución de la medida se adiciona lo referente a establecer un tratamiento de desintoxicación o deshabituación. Las adiciones a este precepto permiten en realidad situar la medida en uno de los aspectos más de fondo en este tipo de situaciones que detrás del delito subyace una adicción como factor criminógeno la cual si no se trata no permitirá una solución de fondo a la medida impuesta.
Respecto a la Ley de Justicia Especial para Adolescentes Infractores, se proponen las siguientes reformas:
Del artículo 7, relativo a los mayores de dieciocho años que cumplen medida sancionadora como adolescentes, se propone agregar los términos: “Con las excepciones previstas en esta y otras leyes…”, toda vez que existen excepciones a la regla general, como lo es el cumplimiento de la mayoría de edad dentro de un proceso o una medida sancionadora en donde deben regir diversas reglas a las de los adolescentes.

Del artículo 13, que hace referencia a los principios de no discriminación, se propone adicionar un último párrafo con el fin de establecer supuestos de excepción sin que constituyan vulneración a los principios de no discriminación. 

Del artículo 23, que refiere al título “Ley más favorable” se propone derogarlo, en virtud de que su redacción va contraria al Código Penal del Estado, pero sobre todo por que tratándose del concurso aparente de normas no es aplicable para el sistema de adolescentes, puesto que su punición es en base al grupo etáreo y no conforme al delito cometido.

Del artículo 24, relativo a la defensa en juicio, se propone  que ésta sea llevada necesariamente por un licenciado en derecho con cédula debidamente registrada, suprimiéndose la necesidad de la existencia de la figura persona de confianza, lo anterior con la finalidad de adecuarse al marco constitucional.

Del artículo 29, relativo al derecho que tiene el menor de abstenerse de declarar, se propone suprimir el término “no auto incriminarse”, ya que ha provocado en la práctica malas interpretaciones, además de que en la Constitución Federal, en el artículo 20, el derecho de abstenerse de declarar lo lleva implícito.

 Del artículo 31, relativo al derecho a que se respete la vida privada del menor, actualmente establece que los antecedentes y registros relacionados con adolescentes sometidos a proceso o sancionados conforme a esta ley, no pueden ser utilizados en otro juicio. Respecto a lo anterior se sugiere agregar un último párrafo donde se establezca la excepción para que el Juez deba tomarlos en consideración al momento de decidir sobre la imposición de medidas cautelares o para la procedencia o no de la suspensión de proceso a prueba. Con ello, no se violentan preceptos constitucionales ni tratados internacionales que México haya suscrito en esta materia. Por tratarse de determinaciones interlocutorias que no afectan la resolución final.

Del artículo 40, referente a los plazos de prescripción de la acción, se sugiere  se consideren las agravantes o calificativas del delito al momento de determinar la prescripción de la acción penal; así mismo se agregue un tope máximo, el cual irá relacionado al rango etáreo. Esto con el objeto de empatar este precepto al del Código Penal del Estado.

Del artículo 41, relativo al inicio de la prescripción, se propone incluir en su totalidad la redacción que establece el Código Penal del Estado en este respecto, por considerarlo más claro y específico.

Del artículo 46, que establece los requisitos especiales para la procedencia de las salidas alternas, se pretende hacer más clara la redacción del presente artículo, ya que actualmente se enumeran los incisos del artículo 101 del este mismo ordenamiento,  estableciendo las  excepciones para su utilización. Así como establecer que no procederán estas formas alternativas de justicia cuando exista oposición de la víctima, su representante legal o del Ministerio Público, pues no puede concebirse que se obligue a estos a llegar a esa salida en contra de su voluntad.

Se propone adicionar a este ordenamiento un artículo 49 BIS, que haga referencia a la prevención en el cumplimento de las medidas concedidas en las salidas alternas, incluyendo a ambos padres de familia como parte activa en el proceso, convirtiéndolos en un órgano de vigilancia. Esto es, a efecto de incluir lo establecido en la convención de los derechos de los niños donde se señala que deben involucrarse a los padres o representantes de los adolescentes para que formen parte activa en el proceso. 

Del artículo 50, relativo a la solicitud de suspensión de proceso a prueba y condiciones por cumplir durante el período, se considera fundamental incluir varios párrafos en congruencia al Código Penal del Estado, que contengan reglas claras sobre su procedencia, además que se establece que para acceder a este beneficio necesariamente debe  estar cubierto el pago de la reparación del daño, además se adecua el catálogo de medidas a imponer y se incluye la participación activa de los padres o representantes del menor. 

Del artículo 51, relativo a la revocación de la suspensión, se considera que un nuevo proceso es causa para que se revoque la suspensión de proceso a prueba pues la práctica nos obliga a ello en razón de que adolescentes que han tenido ésta salida  han incurrido en nuevos actos delictivos.

Del artículo 55, que establece la duración del proceso para adolescentes, se propone aumentar a dos años el plazo de duración del proceso para adolescentes para empatarlo con lo dispuesto en la Constitución Federal, en lo conducente.

Del artículo 63,  que se refiere a la detención cautelar, se propone modificar el texto actual a fin de empatarlo con el marco constitucional,  estableciéndose como plazo máximo de dos años la imposición de la prisión preventiva  como medida cautelar, salvo que su prolongación se deba al ejercicio de defensa del adolescente. Lo anterior, sin perjuicio a que se le pueda imponer otras medidas cautelares.

Del artículo 65, referido a la detención en caso de flagrancia, se considera la inclusión en este apartado de la detención en  caso urgente, tratándose de delitos graves, pues ello se encuentra establecido en la ley primaria.

Del artículo 66, que describe los supuestos de flagrancia, se pretende agregar algunos párrafos, con la finalidad de adecuar este precepto a lo establecido en la Constitución Federal.

Del artículo 68, que menciona los requisitos para vincular a proceso al adolescente imputado, en el artículo vigente, no se  hace referencia a cada uno de ellos de manera enunciativa, por lo que se propone se mencionen en forma detallada como lo establece el código de Procedimientos Penales del Estado, apegándose a la Reforma Constitucional.

Del artículo 71, que alude a las características que debe tener la declaración, a este respecto de sugiere modificar el último párrafo, ya que menciona que se observaran las mismas reglas en las “entrevistas” que voluntariamente tenga con el Ministerio Público, siendo el término correcto “declaraciones”.

Del artículo 72, referente al plazo del cierre de la investigación, se pretende ampliarlo de sesenta días por considerarlo insuficiente al de seis meses.

Del artículo 73, que menciona el cierre de la investigación, se propone que para subsanar una laguna en la  legislación y en congruencia al código penal, es necesario establecer que una vez que se cierra la investigación, el ministerio publico cuenta con 10 días para: presentar su acusación y solicitar el sobreseimiento o suspensión del proceso.

Del artículo 74, que establece que en la justicia especializada para adolescentes infractores el procedimiento abreviado no será aplicable, por lo que se considera replantear este concepto, ya que en la actualidad este procedimiento ha acarreado grandes beneficios de descongestionamiento procesal.
Del artículo 79, que se refiere a los requisitos que debe de contener la sentencia, se sugiere se agregue un segundo párrafo, para asegurar el cumplimiento del pago de daños y perjuicios. Además que está se pueda realizar en ejecución de sentencia, por vía incidental, tal como lo establece el Código de Procedimientos Penales del Estado.

Del artículo 82, que describe la audiencia de comunicación de la sentencia, se establece que para desahogar la misma,  necesariamente los padres tendrán que estar presentes, sin embargo por cuestión de que no existan trabas jurídicas se propone que por la ausencia de estos no se suspenda la audiencia si fueron debidamente notificados.

Del artículo 95, relacionado con la reparación de daño, consideramos que no  está completo y es conveniente remitirlo al Código Penal. No está completo el concepto de reparación del daño por ello es conveniente remitirlo al Código Penal. Por otra parte el  artículo 47 del Código Penal da como obligación el pago de la reparación del daño a otras personas  cuando son inimputables. Ello da pie a que tratándose de adolescentes los padres, tutores, adoptantes y custodios tengan esta obligación.

Aunado a lo anterior debe decirse que en materia civil la víctima tiene el derecho de reclamar la reparación del daño a los padres o tutores, por tanto solamente se está dando facultades  a los jueces de adolescentes para que conozcan de la reparación del daño a efecto de que no tenga que acudir la víctima ante diverso juez para lograr dicho pago y cumplir con una garantía individual que es el acceso a la justicia de manera pronta.

Del artículo 99, que alude a la privación de libertad durante tiempo libre, consideramos pertinente establecer que esta figura aplica al caso en que el menor no tenga la necesidad de estudiar o trabajar, y se llevara en lugar distinto al de internamiento definitivo. Esta medida se le podrá otorgar al adolescente como beneficio preliberacional en los últimos dos años del cumplimiento de la medida sancionadora privativa de libertad, cuando esta sea de siete años o superior a este término.

Del artículo 101, que establece el catálogo de delitos, encontramos que la legislación primaria deja a la voluntad del legislador establecer en cada entidad federativa el catálogo de los delitos considerados graves que sirve sobre todo para determinar la posibilidad de aplicar la medida cautelar de internamiento en centro especializado para adolescente, encontrando que a la fecha se encuentra limitado el mismo y ello genera impunidad. En este sentido y haciendo un análisis del comportamiento delictivo en la ciudad de Chihuahua y sobre todo en Ciudad Juárez, por política criminal se hace necesario ampliar dicho catálogo para con ello abatir la sensación de impunidad en este renglón.

Del artículo 102, referente a la medida privativa de libertad, haciendo un análisis  en la legislación comparada nacional e internacional de la medida privativa de libertad, se llega a la conclusión de que las determinadas en este momento no dan respuesta a la ciudadanía por ser muy cortas, lo que genera sensación de impunidad por una parte y que por otra no se llegue a la regeneración  del tejido social, por ello deben incrementarse los internamiento de acuerdo al rango etáreo, considerando justo que el segunda grupo tenga esta medida hasta por diez años, mientras que el tercero de los grupos etáreos le debe corresponde la sanción de 15 años para así dar respuesta a la ciudadanía, sin que ello le genere agravio adolescente infractor quien tiene la oportunidad en todo momento de acceder a la revisión de dicha medida e incluso a sustituirse.

Del artículo 109, establece los derechos del adolescente durante la ejecución. En este sentido se propone modificar la fracción XIV, ya que por el tipo de sistema y para no generar  interpretaciones inadecuadas, en  el sistema de adolescentes no tienen cabida que la condena condicional y la remisión parcial de la pena. 

Del artículo 110, donde hace referencia al plan individual de ejecución, que será elaborado por la Subdirección de Ejecución de Medidas para Adolescentes con la activa participación de aquél, de su defensor, y de su padre, madre o ambos, o su representante. Dicho plan comprenderá del adolescente, sus características personales, familiares, socioculturales y de género, de modo que establezca objetivos o metas reales para la ejecución de la medida sancionadora y debe concretar las formas específicas de su cumplimiento. Actualmente para realizar este plan individual se marca un término de 10 días, mismo que se sugiere se amplíe a 15, para no acelerar este importante proceso.

Del artículo 122, referente a la aplicación supletoria se propone abrir el catalogo de posibilidades al hacer de poder aplicar normas compatibles que no sean contrarias a esta ley.

En detalle de las propuestas que para la Ley de Atención y Protección a Víctimas u Ofendidos del Delito se realizan, tenemos que:

Respecto al artículo 7, relativo a los derechos de la víctima, se propone modificar las fracciones VI y X con el objeto de apuntalar la condición de la víctima u ofendido del delito, por lo que se propone establecer claramente la su derecho de coadyuvar con el ministerio público en la acusación, presentar los recursos cuando se requieran y que se le garantice el pago de daños y perjuicios que se le hayan causado.

Respecto del artículo 11, relativo a la atribución del ministerio público de dictar medidas necesarias para recabar pruebas para acreditar los daños y perjuicios causados a la víctima u ofendido, se propone modificar el precepto para establecerlo claramente como una obligación del Ministerio Público y no de una decisión potestativa como actualmente se interpreta.

En lo tocante a la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado, tenemos que: Respecto de los artículos 5 y 17, se propone su modificación con la intención de actualizar la estructura orgánica de la Institución, incluyendo dentro de la misma al Centro de Estudios Penales y Forenses, al Centro de Justicia Alternativa y a los Laboratorios de Criminalística y Ciencias Forenses de la Procuraduría General de Justicia, lo cual permitirá además proceder a la reglamentación de su funcionamiento.
En mérito a lo expuesto y razonado, me permito someter a la consideración de

ésta Alta Representación Popular el siguiente Proyecto de:

DECRETO:
ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman los artículos 48, 98, 136, 158, 208, 211, 212, 213, 214, 231, 243, 307; Se adicionan el artículo 21 con la fracción VIII, con el inciso d) de la fracción I del artículo 46, con un último párrafo  y la fracción V del artículo 99, el artículo 100 Bis, con las fracciones I y V del artículo 136, con un párrafo el artículo 210 y el artículo 317 Bis; Se derogan el artículo 159, 192 y la fracción IX del artículo 211; todos del Código Penal del Estado de Chihuahua para quedar redactados de la siguiente manera:

ARTÍCULO 21. Formas de autoría y participación.

Son responsables del delito, quienes:

I.-…

VIII. Los que mediante acuerdo previo o simultaneo, expreso o tácito, lo realicen en concurso con otros, aunque exista indeterminación del autor del resultado.

ARTÍCULO 46. Derecho a la reparación del daño.

Tienen derecho a la reparación del daño:

I. La víctima:

a).-…

b).-…

c).-…

d).- Quienes hayan realizado gastos o prestado servicios racionalmente necesarios, con motivo de la comisión del delito, incluso cuando se realicen o presten en cumplimiento de alguna obligación contractual o legal, contraída, tendrán derecho al pago de los mismos, aun cuando no hubiera gestión alguna de su parte, siempre que el monto de aquéllos se encuentre debidamente acreditado en el proceso, salvo cuando se realicen actuando por cuenta o a favor del responsable o en cumplimiento a una obligación contraída con éste.
ARTÍCULO 48. Supletoriedad de la Ley Federal del Trabajo.

Si se trata de delitos que afectan la vida o la integridad corporal, para fijar el monto del daño causado,  se tendrá como base el salario que percibía la víctima, además de las pruebas específicas, la tabulación de indemnizaciones que fija la Ley Federal del Trabajo. De no comprobarse su monto, conforme al salario mínimo general existente en la región. Esta disposición  se aplicará aun cuando el sujeto pasivo fuere menor de edad o incapacitado.

ARTÍCULO 99. Perdón del ofendido en otros delitos.

…

I.-…
V.- Que no exista otorgamiento de perdón por delito doloso dentro de los tres años anteriores.

Tratándose del delito de robo, en las hipótesis de los artículos 211, fracción IV, cuando se trate de accesorios o partes del vehiculo, 212 fracción III, Violencia Familiar y Lesiones que deriven de ésta, no procederá el perdón de la víctima u ofendido.

Articulo 100 Bis.- La victima o el ofendido podrá impugnar en los términos del artículo 227 del Código de Procedimientos Penales, cuando su voluntad no fue libre para otorgar el perdón.
El perdón otorgado cuando se haya emitido una sentencia condenatoria no eliminará el antecedente penal.
ARTÍCULO 136.

El homicidio y las lesiones son calificadas cuando se cometan con: premeditación, ventaja, traición, alevosía, por la forma de comisión o actos tendientes a infundir intimidación, retribución, por el medio empleado, saña o en perjuicio de servidores públicos que se encarguen de la administración o procuración de justicia.

I. Existe Premeditación: cuando se ejecuta la conducta después de haber reflexionado sobre el delito que se va a cometer.

II. Existe ventaja:
a) Cuando el agente es superior en fuerza física a la víctima y ésta no se halla armada;

b) Cuando es superior por las armas que emplea, por su mayor destreza en el manejo de ellas o por el número de los que intervengan con él;

c) Cuando el agente se vale de algún medio que debilita la defensa de la víctima;  

d) Cuando la víctima se halla inerme o caída y el agente armado o de pie.
La ventaja no se tomará en consideración si el que se halla armado o de pie fuere el agredido y además hubiere corrido peligro su vida por no aprovechar esa circunstancia.

III. Existe traición: Cuando el agente realiza el hecho quebrantando la confianza o seguridad que expresamente le había prometido a la víctima, o las mismas que en forma tácita debía ésta esperar de aquél por las relaciones de confianza real y actual que existen entre ambos;
IV. Existe alevosía: Cuando el agente realiza el hecho sorprendiendo intencionalmente a alguien de improviso, o empleando acechanza u otro medio que no le dé lugar a defenderse ni evitar

el mal que se le quiera hacer;
V.- Cuando en la ejecución de la privación de la vida o posterior a esta se realice la decapitación, mutilación, quemaduras, descuartizamiento, se utilicen mensajes intimidatorios dirigidos a la población que atenten contra la dignidad humana por la exhibición de la causa de muerte o se empleen armas de fuego de las que se contemplan en el artículo 11 de la Ley Federal de Armas de Fuego  y Explosivos. 

En estos supuestos las penas se aumentarán en la mitad de la pena establecida como máxima.

VI.- Existe retribución: Cuando el agente lo cometa por pago o prestación prometida o dada;
VII. Por los medios empleados: Se causen por inundación, incendio, explosivos, o bien por envenenamiento, asfixia, tormento o por medio de cualquier otra sustancia nociva para la salud;
VIII. Existe saña: Cuando se aumenta deliberadamente el dolor de la víctima; y
IX. Cuando dolosamente se cometa en perjuicio de agentes policiales, así como de servidores públicos que se encarguen de la administración o procuración de justicia, si se encuentran en el ejercicio de sus funciones y con motivo de las mismas, siempre que se estén cumpliendo con arreglo a la ley.
ARTÍCULO 158.

Se impondrán de uno a seis años de prisión y de sesenta a ciento veinte días multa, a la persona que prive a otro de su libertad.

La pena de prisión se aumentará en una mitad, cuando la privación de la libertad se realice con violencia, la víctima sea menor de edad o mayor de sesenta años o, por cualquier circunstancia, la víctima esté en situación de vulnerabilidad física o mental respecto del agente
ARTÍCULO 159. Derogado.
ARTÍCULO 192. Derogado.
ARTÍCULO 208.

A quien sin consentimiento de quien legalmente pueda otorgarlo, se apodere de una cosa mueble ajena, se le impondrá:

I.- Cuando el valor de lo robado no exceda de quinientas veces el salario, se impondrán de dos a cuatro años de prisión y multa de treinta a cien veces el salario.

II.- Cuando exceda de quinientas veces el salario, pero no de mil, la sanción será de cuatro a seis años de prisión y multa de cien a doscientas veces el salario.

III. Cuando exceda de mil veces el salario, la sanción será de seis a diez años de prisión y multa de doscientas a quinientas veces el salario.
Artículo 210.

A quien se apodere de una cosa ajena sin consentimiento del dueño o legítimo poseedor y acredite que dicho apoderamiento se ha realizado con ánimo de uso y no de dominio, se le impondrá de seis meses a un año de prisión o de treinta a noventa días multa.

Si el apoderamiento se cometió con el ánimo de uso, se aplicará prisión de seis meses a dos  años de  prisión cuando  concurran las  circunstancias establecidas  en el  artículo  211 de  este  código, y de dos a seis  años de prisión bajo  las  circunstancias contenidas  en el  artículo  212. 

Como reparación del daño, pagará al ofendido el doble del daño o perjuicio ocasionado, del alquiler,  arrendamiento o interés de la cosa usada, conforme a los valores de mercado.

ARTÍCULO 211.

Además de las sanciones que correspondan conforme a los artículos anteriores, se aplicará prisión de tres a seis años, cuando el robo:

I.-
II.-
III.-

IV.- Recaiga sobre objetos dejados en el interior o partes o accesorios de un vehículo.

V.-

VI-

VII.-

VIII.-

IX.- Derogada.
X.-

XI.-

XII.-

XIII.-

XIV.-

ARTÍCULO 212.
Además de las sanciones que correspondan conforme a los artículos anteriores, se aplicarán de tres a diez años de prisión, cuando el robo:

I.-

II.-

III.- Recaiga sobre vehículos automotores.
IV.-
ARTÍCULO 213.- Será sancionado con las penas previstas en el artículo 208 quien teniendo la posesión precaria de un bien mueble, disponga de este sin consentimiento de su legítimo propietario.

Se entiende por posesión precaria el poder jurídico de detentación sobre una cosa distinto a la posesión originaria o derivada, por estar expresamente concedida para un solo fin y sin facultades de uso con libre albedrío. 

ARTÍCULO 214.

Para la aplicación de las sanciones, se tendrá por consumado el robo desde el momento en que el agente tiene bajo su poder la cosa, aun cuando la abandone o se le desapodere de ésta.
ARTÍCULO 231.

A quien por cualquier conducto, con ánimo de lucro, obligare a otro, con violencia o intimidación, a realizar, omitir o tolerar un acto, con perjuicio de su patrimonio o del de un tercero, se le impondrán de cuatro a quince años de prisión y de cien a ochocientos días multa.
Las penas se aumentarán en dos terceras partes y, además, se impondrá la destitución del empleo, cargo o comisión públicos; inhabilitación de uno a cinco años para ejercer cargos o comisiones públicas y, en su caso, la suspensión del derecho para ejercer actividades en corporaciones de seguridad privada, cuando el delito se realice por servidor público o quien sea o haya sido miembro de alguna corporación de seguridad pública o privada.
Además de las penas señaladas en el primer párrafo, se impondrá de dos a seis años de prisión, cuando en la comisión del delito:
I. Intervenga una o más personas armadas, o portando instrumentos peligrosos; o
II. Se emplee violencia física.
Artículo 243.

Los delitos previstos en este título, con excepción del robo, robo de ganado,  encubrimiento por receptación de estos y extorsión, se investigarán por querella de parte de la victima o su representante legal.
ARTÍCULO 307.

Quien al declarar ante autoridad en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, faltare a la verdad, en relación con los hechos que motivan la intervención de ésta, será sancionado con pena de seis meses a seis años de prisión y de cien a trescientos días de  multa.

ARTÍCULO 317 BIS.

A quien arriende o de en préstamo o transmita la posesión en cualquiera de sus formas, de bienes muebles o inmuebles, y estos estén siendo utilizados para la comisión de algún delito por quien los adquiere o un tercero, y si su dueño o quien transmita la posesión tuvo conocimiento de ello o por las circunstancias del caso de forma razonable debió presumirlo y no lo notificó a la autoridad o no hizo algo para impedirlo, se le aplicarán de uno a cinco años de prisión y multa de cien a doscientos días de salario.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman los artículos  7, 34, 35, 82, 120, 139, 158, 164, 167, 168, 169, 173, 180, 182, 183, 200, 201, 204, 209, 218, 219, 262, 272, 275, 277, 284, 285, 286, 300, 301, 318, 333, 362, 363, 364, 385, 387, 388, 389, 390, 414, 415, 417, 418 y 423; Se adicionan los artículos: con una fracción VI y un último el artículo 120, con un último párrafo el artículo 171, con un último párrafo el artículo 173, con un último párrafo el artículo 201, un último párrafo  el artículo 219 con, un artículo 223 Bis, un segundo párrafo el artículo 272, con un último párrafo el artículo 285, se adiciona una fracción IV el artículo 301, con un último párrafo el artículo 335, con una fracción VI el artículo 363, con un segundo párrafo el artículo 387, se le agrega la fracción V y un ultimo párrafo al artículo 389, con las fracciones VI, VII, XI, XII y XIII el artículo 414 y se derogan el artículo 203,  todos del Código de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:
ARTÍCULO 7.- Defensa técnica.

Toda persona, desde el momento de su detención o comparecencia y a partir de la realización de cualquier diligencia ante el Ministerio Público o autoridad judicial, con el carácter de posible autor o partícipe de un hecho punible, y hasta el fin de la ejecución de la sentencia que imponga una pena o medida de seguridad, tendrá derecho a una defensa adecuada por licenciado en derecho con cédula profesional debidamente registrada.

No será necesaria la presencia del defensor en todos los actos de la investigación desformalizada excepto en los supuestos de los artículos 262 y 298 de este ordenamiento. Sin embargo, en todo momento tendrá acceso a los antecedentes de la investigación.

…
…
…
…
…
Artículo 29. Examen y copia de los registros.

Salvo las excepciones expresamente previstas en la ley, los intervinientes siempre tendrán acceso al contenido de los registros, videos, audios y transcripciones de los mismos en un plazo que no excederá de doce horas, a partir de concluida la audiencia.
…..

…..

…..

ARTÍCULO 34. Restablecimiento de las cosas a su estado previo.

En cualquier estado de la causa, la autoridad judicial podrá ordenar, como medida provisional, el restablecimiento de las cosas al estado que tenían antes del hecho.
Lo anterior se hará a solicitud de la víctima u ofendido, siempre que sus derechos estén legalmente justificados, en caso de que el juez considere necesario la fijación de garantía, esta no podrá ser superior al valor que pudiera corresponderle de un año de arrendamiento.
ARTÍCULO 35. Resolución de peticiones o planteamientos de las partes. 

Todas las peticiones o planteamientos de las partes deberán ser debatidas, cuando requieran producción de prueba o cuando así lo disponga la ley expresamente, se resolverán en audiencia, que tendrá lugar dentro de los siguientes siete días a su formulación. Cuando así lo disponga la ley, se resolverán por escrito en un plazo máximo de tres días.
ARTÍCULO 82. Causas de extinción de la acción penal. 

…

I.-
II.-
III.- El cumplimiento del plazo de suspensión del proceso a prueba, sin que ésta sea revocada y fueron satisfechas las condiciones y la reparación del daño señalados; y

IV.-
Artículo 120. Ofendido.
En caso de muerte, incapacidad o ausencia justificada de la víctima, se considerarán ofendidos, con el presente orden de prelación, a las siguientes personas:

I.- El cónyuge, concubino o concubina;

II.-
III.-

IV.-

V.- El conviviente de la víctima que hubiere permanecido a su lado cuando menos dos años antes de que ocurriera el hecho; 

VI.- Los parientes colaterales, consanguíneos o civiles, hasta el segundo grado.
Lo anterior  siempre  y  cuando  el considerado ofendido no  se  encuentre  involucrado  en la  comisión  de  esos hechos en alguna de  las  formas de  participación  establecidas  en  el  Código  Penal  del Estado; en  cuyo  caso se continuará en el  orden de  prelación  establecida. 

ARTÍCULO 139. Derecho de elección.
El imputado tendrá el derecho de elegir un defensor de su preferencia para que lo represente. Si no lo hace, el Ministerio Público o el Juez le designarán un defensor público desde el primer acto en que intervenga.
La intervención del defensor no menoscabará el derecho del imputado a formular solicitudes y observaciones por sí mismo.
ARTÍCULO 158. Proporcionalidad.

…

Tratándose de medidas cautelares que impliquen privación de la libertad, en ningún caso podrá sobrepasar la pena máxima prevista para el delito de que se trate, ni exceder el plazo fijado en los Artículos 182, fracción II y 183 de este Código.

ARTÍCULO 164. Detención en caso de flagrancia.

…

…

…

El Ministerio Público podrá dejar sin efecto la detención u ordenar que el detenido sea conducido ante el Juez, dentro del plazo a que se refiere el Artículo 16, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Deberá dejar sin efecto la detención cuando no pretenda solicitar prisión preventiva en contra del imputado, pero deberá fijarle una caución a fin de garantizar su comparecencia ante el Juez.

…

ARTÍCULO 167. Detención en caso urgente.

…

Los agentes de policía que ejecuten una orden de detención por caso urgente, deberán presentar inmediatamente al imputado ante el Ministerio Público que haya emitido dicha orden. El Ministerio Público deberá dejar sin efecto la detención cuando no pretenda solicitar prisión preventiva, pero deberá fijarle una caución a fin de garantizar su comparecencia ante el Juez. En caso contrario, ordenará que el detenido sea conducido ante el Juez dentro del plazo a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 16 de la Constitución Federal, contado desde que la detención se hubiere practicado.

ARTÍCULO 168. Audiencia de control de detención.

…

A esta audiencia deberá concurrir el Ministerio Público, quien deberá justificar ante el Juez los motivos de la detención. La ausencia del Agente del Ministerio Público en la audiencia dará lugar a su suspensión, y a que el administrador del Tribunal informe inmediatamente al Subprocurador, para que lo sustituya por otro Agente, quien dispondrá del tiempo estrictamente necesario para que se imponga del asunto y se reanude la audiencia. Así mismo deberá informársele a la víctima, ofendido o al acusador coadyuvante. Lo anterior sin perjuicio de que se apliquen las sanciones administrativas o penales a que haya lugar.

…

…
…

ARTÍCULO 169. Medidas.

A solicitud del Ministerio Público, una vez que se le haya dado la oportunidad de rendir su declaración preparatoria y en la forma, bajo las condiciones y por el tiempo que se fija en éste Código, la autoridad judicial deberá imponer al imputado, después de escuchar sus razones, alguna o algunas de las siguientes medidas cautelares:

I.-
II.-

III.- Derogada.
IV.-

V.-
VI.- El arraigo  sin vigilancia de los cuerpos de seguridad pública en su domicilio o en el de otra persona con las modalidades que determine el juez; o bien arraigo con vigilancia de estos en el lugar que disponga la Dirección de Ejecución de Penas. Ambos tipos de arraigo se excluyen entre sí;
VII.-

VIII.-

IX.- La separación inmediata del domicilio, cuando se trate de delitos de violencia familiar o delitos contra la libertad y seguridad sexual y el normal desarrollo psicosexual y cuando la víctima conviva con el imputado;
X.-

XI.-

XII.-
…

ARTÍCULO 171. Imposición.

…

…

No obstante lo anterior en el caso de que el Ministerio Público solicite alguna medida cautelar y el juez no esté de acuerdo en imponerla, éste deberá imponer otra medida cautelar que considere eficaz para sujetar a proceso al imputado, escuchando previamente a la victima u ofendido o al acusador coadyuvante.
ARTÍCULO 173. Prisión preventiva.

Además de las circunstancias generales exigibles para la imposición de las medidas cautelares personales, la prisión preventiva sólo es aplicable cuando no pueda evitarse razonablemente la sustracción a la acción de la justicia del imputado, la obstaculización de la investigación o del proceso, el riesgo para la víctima u ofendido, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso, o que incurra en una conducta delictiva similar a la que se le atribuye, mediante la imposición de una o varias de aquellas que resulten menos gravosas para el imputado.

…
En caso de incumplimiento atribuible al imputado de la medida cautelar impuesta diversa a la prisión preventiva, el juez ordenará de plano su sustitución por la de prisión preventiva.

ARTÍCULO 180. Revisión, sustitución, modificación y cancelación de las medidas.
Salvo lo dispuesto sobre prisión preventiva, el Juez, aun de oficio y en cualquier estado del proceso, por resolución fundada revisará, sustituirá, modificará o cancelará las medidas cautelares personales y las circunstancias de su imposición, de conformidad con las reglas establecidas en este Código, cuando así se requiera por haber variado las condiciones que justificaron su imposición,  o bien se advierta que ha aumentado el riesgo para la sociedad, victima u ofendido o testigo, por el avance en que se encuentre el proceso.

...
ARTÍCULO 182. Terminación de la prisión preventiva.

La prisión preventiva finalizará cuando:

I.-
II.- Las condiciones personales del imputado se agraven de tal modo que la prisión preventiva se traduzca en un trato cruel, inhumano o degradante; o

III.- Su duración exceda de dos años. Si cumplido este término no se ha pronunciado sentencia, el juez deberá convocar inmediatamente a audiencia para imponer otras medidas cautelares mientras se sigue el proceso.

ARTÍCULO 183. Prórroga del plazo máximo de la prisión preventiva. 

El plazo máximo fijado para la prisión preventiva, podrá prolongarse seis meses si ha sido dictada sentencia condenatoria y esta ha sido impugnada por el Ministerio Público, víctima u ofendido. Además podrá prolongarse ésta con motivo del ejercicio del derecho de defensa del imputado hasta que se resuelva en definitiva.

ARTÍCULO 197. Procedencia.

…
Se exceptúan de esta disposición los homicidios imprudenciales en los supuestos a que se refiere el Artículo 139 del Código Penal; los delitos en contra de la libertad y seguridad sexuales y el normal desarrollo psicosexual, violencia familiar, robo, en las hipótesis de los artículos 211 fracciones IV, cuando se trate de accesorios o partes del vehículo y 212 fracción III; y los delitos cometidos por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas y los realizados por sujetos que pertenezcan a alguna asociación delictuosa u organización criminal, de conformidad con el Código Penal. Tampoco procederán los acuerdos reparatorios en los casos en que el imputado haya celebrado anteriormente otro acuerdo por hechos de la misma naturaleza.

…
ARTÍCULO 200.- Efectos.

El Juez aprobará los acuerdos, los cuales se registrarán de un modo fidedigno. Las partes informarán en caso de notorio incumplimiento al juez.
En caso de que se estipule la entrega de bienes o valores entre las partes será a través de la Dirección de Penas y Medidas de Seguridad, salvo que la víctima y el imputado de común acuerdo establezcan otro mecanismo.
El plazo fijado para el cumplimiento de las obligaciones pactadas suspenderá el trámite del proceso y la prescripción de la acción penal.

Si el imputado incumple sin justa causa las obligaciones pactadas durante el término que fijen las partes o, en caso de no establecerlo, dentro de seis meses contados a partir del día siguiente de la ratificación del acuerdo, el proceso continuará como si no se hubiera arribado a acuerdo alguno.
El cumplimiento de lo acordado impedirá el ejercicio de la acción penal o, en su caso, extinguirá la ya iniciada.

ARTÍCULO 201. Procedencia.

En los casos en que el auto de vinculación a proceso se haya dictado por delito cuya pena máxima de prisión no exceda de cinco años, el imputado no haya sido condenado por delitos dolosos, no tenga o haya tenido otro proceso suspendido a prueba y no exista oposición del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, procederá la suspensión del proceso a prueba a solicitud del imputado o del Ministerio Público con acuerdo de aquél.

No procederá la suspensión de proceso a prueba cuando se trate del delito de robo, en las hipótesis de los artículos 211 fracciones IV, cuando se trate de accesorios o partes del vehículo y 212 fracción III, del Código Penal del Estado.

ARTÍCULO 203. Derogado

ARTÍCULO 204. Resolución.

El Juez de Garantía resolverá en audiencia sobre la solicitud de suspensión de proceso a prueba, con la asistencia de la victima u ofendido a quien deberá explicarle el alcance de esta salida alterna y su derecho a negarse a la misma o consultar con su acusador coadyuvante. Si la solicitud de suspensión de proceso a prueba es planteada antes de resolverse sobre la vinculación del imputado a proceso, el Juez, en su caso, decidirá sobre la misma inmediatamente después de decretar la vinculación del imputado a proceso.
La resolución fijará las condiciones bajo las cuales se suspende el proceso o se rechaza la solicitud.

ARTÍCULO 209. Efectos de la suspensión del proceso a prueba. 

Transcurrido el plazo que se fije sin que la suspensión fuere revocada, pagada la reparación del daño material o en su caso, el psicoemocional y cumplidas las condiciones establecidas, se extinguirá la acción penal, debiendo el Tribunal dictar de oficio o a petición de parte el sobreseimiento.

…

ARTÍCULO 218.  Querella.

Querella es la expresión de la voluntad de la víctima u ofendido del delito, sin importar su edad, o de sus representantes, mediante la cual se manifiesta, expresa o tácitamente, su deseo de que se ejerza la acción penal.

ARTÍCULO 219. Delito perseguible por querella.

Es necesaria la querella y sin ella no podrá procederse contra los responsables, cuando se trate de delitos que atentan contra el cumplimiento de la obligación alimentaria prevista en el artículo 188, lesiones que tardan en sanar menos de quince días, lesiones que tarden más de quince días y menos de sesenta, peligro de contagio, amenazas, allanamiento de vivienda, despacho, oficina o establecimiento mercantil, revelación de secretos, estupro, abusos sexuales, excepto los contemplados en los artículos 174 y 175 del Código Penal, hostigamiento sexual, procreación asistida e inseminación artificial, en los términos del artículo 151 del Código Penal, abuso de confianza, fraude, daños, despojo, y administración fraudulenta.
…

...

Para  la  persecución de  los  delitos a  que  se  refiere  este  artículo,  bastará la  querella de la  víctima, aun cuando  sea  menor de  edad, siempre  que  la  exponga  ante  la autoridad investigadora.

ARTÍCULO 223 BIS. Pagos de información.

El Titular del Ministerio Público o la persona en que delegue, con el presupuesto que para tal efecto se apruebe, podrá ofrecer y hacer pagos a quienes colaboren eficazmente a esclarecer el hecho investigado o a ubicar y localizar algún imputado en los términos del reglamento aprobado por el titular del poder ejecutivo; cuando se trate de delitos que afecten seriamente bienes jurídicos fundamentales o de investigación compleja.

Están exceptuados de recibir algún pago los servidores públicos que pertenezcan a las áreas de prevención, procuración y administración de justicia.
Artículo 262. Procedimiento para reconocer personas
…
I. …

II. …

III. …

IV. …

V. … 

Cuando sea necesario reconocer a una persona  y no se cuente con personas de aspecto o vestimenta similar al momento de realizar el reconocimiento, este se llevará a cabo con base en lo previsto en el artículo 264 de este ordenamiento.

ARTÍCULO 272.- Conservación de los elementos de la investigación.

Los elementos recogidos durante la investigación, que no hayan sido puestos a disposición del juez, serán conservados bajo custodia del Ministerio Público, quien deberá adoptar las medidas necesarias para evitar que se alteren de cualquier forma.
Los objetos que hayan sido puestos a disposición del juez serán conservados bajo su custodia, adoptando las medidas necesarias para evitar que se alteren de cualquier forma, depositándolos en un lugar distinto al que tengan libre acceso las partes.
…
…

…
ARTÍCULO 275. Oportunidad para formular la imputación. 

El Ministerio Público deberá formular la imputación en un plazo que no podrá exceder de ocho días cuando obren datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión y considere oportuno formalizar el procedimiento por medio de la intervención judicial. 
…

…

…

Artículo 277. Formulación de la imputación y declaración preparatoria.
….

….

….

….
Cuando la víctima u ofendido asista a la formulación de imputación el juez deberá individualizarla y darle a conocer los derechos que establece el artículo 121 de este ordenamiento.
ARTÍCULO 284. Valor de las Actuaciones. 

Los antecedentes de la investigación y elementos de convicción desahogados en la audiencia de vinculación a proceso, que sirvan como base para el dictado del auto de vinculación a proceso y de las medidas cautelares, por sí mismas carecen de valor probatorio para fundar la sentencia, salvo las excepciones expresas previstas por la Ley. 

ARTÍCULO 285. Plazo judicial para el cierre de la investigación. 
…

Sin perjuicio del plazo fijado, de conformidad con el párrafo anterior, cuando el Ministerio Público cuente con los elementos suficientes que le permitan sustentar su acusación, de acuerdo con los lineamientos que al efecto expida la Procuraduría, cerrará la investigación y presentará su acusación ante el juez de garantía. Para ello, se tomará en cuenta el hecho de que la víctima u ofendido, o su defensor, soliciten un mayor plazo para la defensa.

ARTÍCULO 286. Plazo para declarar el cierre de la investigación.

Transcurrido el plazo para el cierre de la investigación, el Ministerio Público deberá cerrarla o solicitar justificadamente su prórroga al Juez, sin que con la misma, aunada al plazo cumplido, se exceda de seis meses adicionales a los plazos máximos fijados en el artículo anterior, respectivamente. Si el juez no estima que la prórroga se justifica, denegará la petición.

…

…

…

ARTÍCULO 300. Citación a la audiencia intermedia. 

Presentada la acusación, el Juez ordenará su notificación a todas las partes y citará, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a la audiencia intermedia, la que deberá tener lugar en un plazo de tres días, contados a partir de la notificación. Al acusado, así como a la víctima u ofendido, se les entregará la copia de la acusación, en la que se dejará constancia de que se encuentran a su disposición los antecedentes acumulados durante la investigación.
Artículo 301. Actuación de la víctima u ofendido.
En cualquier momento del procedimiento, la víctima u ofendido podrá constituirse en acusador coadyuvante o nombrar un perito en derecho, y con tal carácter, por escrito, podrá:

I. Señalar los vicios materiales y formales del escrito de acusación y requerir su corrección;

II. Ofrecer la prueba que estime necesaria para complementar la acusación del Ministerio Público; y

III. Concretar sus pretensiones, ofrecer prueba para el juicio oral y cuantificar el monto de los daños y perjuicios.
IV.- Y ejercer los demás derechos que señalen las leyes aplicables.
ARTÍCULO 318. Fecha, lugar, integración y citaciones.

El Juez de Garantía hará llegar la resolución de apertura del juicio al Tribunal competente, dentro de las veinticuatro horas siguientes a su notificación. También pondrá a su disposición a las personas sometidas a prisión preventiva u otras medidas cautelares personales.

Una vez radicado el proceso ante el Tribunal de Juicio Oral, el Juez que lo presida decretará la fecha para la celebración de la audiencia de debate, la que deberá tener lugar dentro de los siguientes cinco días naturales desde dicha radicación. Indicará también el nombre de los jueces que integrarán el Tribunal y ordenará la citación de todos los obligados a asistir. El acusado, la víctima u ofendido y el acusador coadyuvante, deberán ser citados, por lo menos, con tres días de anticipación al comienzo de la audiencia.
ARTÍCULO 333. Valoración de la prueba.

Los Tribunales apreciarán la prueba con libertad, pero no podrán contradecir los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicos.

El Tribunal deberá hacerse cargo en su motivación de toda la prueba producida, considerando en su caso, los elementos de prueba, que por cualquier medio de prueba fue desahogado durante la audiencia de debate de juicio oral.
La valoración de la prueba en la sentencia requerirá el señalamiento del o de los medios de prueba mediante los cuales se dieren por acreditados cada uno de los hechos y circunstancias que se dieren por probados. Esta motivación deberá permitir la reproducción del razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones a que llegare la sentencia.
ARTÍCULO 335. Facultad de abstención.

Podrán abstenerse de declarar el cónyuge, concubina o concubinario o la persona que hubiere vivido de forma permanente con el imputado durante, por lo menos, dos años anteriores al hecho; el tutor, el curador o el pupilo del imputado y sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad o civil y tercero de afinidad.

Deberá informarse a las personas mencionadas de la facultad de abstención antes de declarar, pero si aceptan rendir testimonio, no podrán negarse a contestar las preguntas formuladas.

No será exigible ese señalamiento si se trata del denunciante, querellante, víctima u ofendido. 
En caso de que el testigo haya rendido su declaración ante el Ministerio Público o entrevista Policial, y se haya hecho saber este derecho, no podrá negarse a declarar en la audiencia de debate de Juicio Oral.
ARTÍCULO 362. Métodos de interrogación.

Las partes podrán confrontar al perito o testigo con sus propios dichos u otras versiones de los hechos presentados en el juicio.

En ningún caso se admitirán preguntas inconducentes, engañosas, ambiguas o aquellas que incluyan más de un solo hecho, así como aquéllas destinadas a coaccionar ilegítimamente al testigo o perito, ni las que fueren formuladas en términos poco claros para ellos.

Estas normas se aplicarán al acusado cuando se allanare a prestar declaración.

ARTÍCULO 363. Lectura de declaraciones anteriores en la audiencia de debate de juicio oral.

…

          I.
          II.

III.- La no comparecencia de los testigos, peritos o coimputados, siempre y cuando su presentación no haya sido posible, incluso con el uso de la fuerza pública;
IV.- Se trate de registros donde consten declaraciones de coimputados sustraídos a la acción de la justicia, se les haya otorgado un criterio de oportunidad o que hayan sido sentenciados por el hecho punible objeto del debate, prestadas de conformidad con las reglas pertinentes ante el Ministerio Público o el Juzgador, sin perjuicio de que ellos declaren en el juicio, cuando presten su consentimiento; y
V. Se trate de registros o dictámenes que todas las partes acuerden incorporar al juicio, conaprobación del Tribunal; y
VI.- Existan contradicciones con lo declarado en juicio oral por alguno de los testigos.
ARTÍCULO 364. Reproducción de las declaraciones del imputado ante el Ministerio Público.

La declaración del imputado rendida ante el Ministerio Público conforme a lo dispuesto del artículo 298 de este ordenamiento, podrá introducirse en la audiencia de debate de juicio oral vía su reproducción electrónica.
Artículo 370. Alegatos de clausura y cierre del debate.

…..

…..

Por último, se otorgará al acusado y a la víctima u ofendido la palabra para que manifiesten lo conveniente. A continuación, se declarará cerrado el debate.
ARTÍCULO 385. Alegatos finales y lectura de sentencia. 

Desahogadas las pruebas, las partes harán sus alegatos finales. Después de deliberar brevemente, el Tribunal procederá a manifestarse con respecto a la sanción a imponer al sentenciado y sobre la existencia del daño causado a la víctima u ofendido y su reparación. Asimismo, fijará las penas y se pronunciará sobre la eventual aplicación de alguna de las medidas alternativas a la pena de prisión o sobre su suspensión, e indicará en que forma deberá, en su caso, repararse el daño, comenzando por hacer efectiva, de manera inmediata, la garantía que se haya fijado para dicho efecto. En caso de no existir garantía, el plazo para cubrir el daño causado no deberá exceder de tres meses. A continuación, el Tribunal procederá a dar lectura íntegra de la sentencia condenatoria.

ARTÍCULO 387. Procedencia.
El procedimiento abreviado se tramitará a solicitud de cualquiera de las partes. Cuando lo pida el Ministerio Publico deberá obtener le consentimiento de la víctima u ofendido o acusador coadyuvante. Procederá en los casos en que el imputado admita el hecho que se le atribuye y cubra el pago de la reparación del daño. 

No procederá en los delitos previstos en el articulo 173 de este ordenamiento, así como el delito de extorsión y el robo previsto en los artículos 211 fracciones IV, cuando se trate de accesorios o partes del vehículo y 212 fracción III.

…

ARTÍCULO 388. Oportunidad.
Cualquiera de las partes solicitará la apertura del procedimiento abreviado desde la audiencia en la que se resuelva la vinculación del imputado a proceso, hasta antes del pronunciamiento del auto de apertura de juicio oral. Cuando el Ministerio Público lo solicite deberá formular su acusación.
En caso de que el Juez de Garantía rechace la apertura del procedimiento abreviado, el Ministerio Público deberá cerrar la investigación en un plazo que no exceda de treinta días. En este último caso, el Ministerio Público podrá modificar su acusación, así como la pena requerida.

El Ministerio Público deberá solicitar la aplicación de la pena mínima señalada para el delito por el cual acusa.

ARTÍCULO 389. Verificación del juez.

Antes de resolver sobre la solicitud de cualquiera de las partes, el Juez verificará que el imputado:

I. …
II. …
III. …
IV. Acepta los hechos materia de la acusación y sus modalidades en forma inequívoca y de manera libre y espontánea; y
V.- Que haya cubierto el pago de la reparación del daño.
El Juez además verificara, en su caso, que el Ministerio Publico haya obtenido el consentimiento de la víctima u ofendido o acusador coadyuvante y comprendido los términos del acuerdo y las consecuencias de este.
ARTÍCULO 390. Resolución sobre la solicitud de procedimiento abreviado. 

El Juez aceptará la solicitud cuando se actualicen los requisitos correspondientes.

Cuando no se actualicen continuará el proceso en la etapa que corresponda. Asimismo, el Juez dispondrá que todos los antecedentes relativos al planteamiento, discusión y resolución de la solicitud de proceder de conformidad al procedimiento abreviado, sean eliminados del registro. 

ARTÍCULO 414. Resoluciones apelables.

Serán apelables las siguientes resoluciones dictadas por el Juez o el Tribunal correspondiente en cualquier etapa del procedimiento:
I. Las que pusieren término al procedimiento, hicieren imposible su prosecución o lo suspendieren;

V.- El auto que resuelva sobre la solicitud de vinculación a proceso;

VI.- El auto que resuelve sobre la solicitud de orden de aprehensión;

VII.- El auto que resuelve sobre la solicitud de orden de cateo;

VIII.- Las resoluciones denegatorias de prueba, dictadas hasta en el auto de apertura de juicio oral;

IX.- La negativa de abrir el procedimiento abreviado:

X.- Las que nieguen la posibilidad de celebrar acuerdos reparatorios;

XI.- Las relativas al plazo de cierre para investigación, tratándose de la defensa;

XII.- Las relativas al control de detención;

XIII.- Las emitidas en la ejecución de sentencia;
XIV.- Las demás que este Código señale.

ARTÍCULO 415. Interposición.

El recurso de apelación se interpondrá por escrito ante el mismo Juez que dictó la resolución, dentro del plazo de diez días.

En el escrito en el cual se interponga el recurso se deberán expresar únicamente los conceptos de agravio que se estime se hayan cometido previo al dictado de la resolución o, en su caso, en la audiencia en la que se haya dictado la misma.

...

ARTÍCULO 417. Trámite.

Recibida la resolución apelada y los antecedentes, el Tribunal competente resolverá de plano la admisibilidad del recurso y celebrará una audiencia dentro de los cinco días hábiles siguientes a la presentación del recurso, para resolver sobre la cuestión planteada. En las hipótesis del artículo 414, fracciones VI y VII, la audiencia deberá tener lugar de manera inmediata.

Excepcionalmente, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar copias o las actuaciones originales conducentes de la investigación,  cuando el Juez las haya tenido a la vista en las hipótesis contempladas en el artículo 36.  Ello no implicará la paralización ni suspensión del proceso.

ARTÍCULO 418. Celebración de la audiencia.

Al celebrar la audiencia, quien formuló los agravios desarrollará los conceptos de violación que haya insertado en su escrito, pudiendo invocar la jurisprudencia y doctrina aplicable. Acto seguido se le concederá el uso de la palabra a la otra parte, quien podrá hacer uso de ella, teniendo el derecho de replicar y duplicar.
…
…

…

ARTÍCULO 423. Motivos de casación de carácter procesal.
…

I. …
II. …
III. …
IV. …
V. …
En estos casos, el Tribunal de Casación ordenará la celebración de un nuevo juicio que se celebrará dentro de los quince días posteriores a la resolución, enviando el auto de apertura de juicio oral a un Tribunal competente, integrado por jueces distintos a los que intervinieron en el juicio anulado.

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforman los artículos 1, 12 ,14, 16, 21, 35, 36, 48, 53, 59, 64, 67, 70, 71, 100, 101, 126. Se adicionan: el artículo 12, con dos fracciones XI y XII, 16 con un inciso j) y cuatro párrafos finales, el artículo 17 Bis, Ter y Quáter, el artículo 19, con los incisos i y j, el 21 Bis, 21 Ter, el 67 con la fracción VIII, el 70 con dos fracciones XIV y XV, el 75 con un último párrafo, 80 con un último párrafo y 97 Bis; Se derogan las fracciones II y VII del artículo 12,  46, 103 y 104;  todos de la Ley de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:

ARTÍCULO 1. Disposiciones de la ley.

Las disposiciones contenidas en esta Ley son de orden público y de interés social y su aplicación corresponde, en el ámbito de sus respectivas competencias, a los Poderes Judicial, Ejecutivo del Estado y Autoridades Municipales.

ARTÍCULO 12. Atribuciones del Juez de Ejecución de Penas.
…

…

I. Controlar que la ejecución de toda pena o medida de seguridad, se realice de conformidad con la sentencia definitiva que la impuso, y en caso de incumplimiento, proveer lo necesario para que se cumpla.
II.- Derogado

III. Mantener, sustituir, modificar, revocar o hacer cesar la pena y las medidas de seguridad, para lo cual sustentara sus determinaciones en el Informe Técnico emitido por la Dirección de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y demás pruebas que existan en los términos de la presente Ley;

IV.- Deberá, además de las pruebas producidas, sustentarse en el Informe Técnico emitido por la Dirección de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para resolver respecto del otorgamiento o denegación de cualquier beneficio relacionado con las penas o medidas de seguridad impuestas en la sentencia definitiva; 

II. …
III. …
VII.- Se deroga;
VIII     …
IX.      …
X.       …

XI.- Practicar el cómputo de las penas  así como su acumulación en los términos previstos en el artículo 59 de esta ley, basado en los informes que al efecto rinda la Dirección. 
XII.- Las demás atribuciones que esta Ley y otros ordenamientos le asignen.
ARTÍCULO 14. Recursos.

Las resoluciones emitidas por los jueces de ejecución de penas, serán recurribles mediante el recurso de apelación, en los términos del Código de Procedimientos Penales.

ARTÍCULO 16. Facultades de la Dirección.

…

I. …


II.        …
III.       …    
a) …
b) …

c) …

d) …

e) …

f) …

g) …

h) …
i) Implementar en coordinación con las autoridades auxiliares, programas y protocolos orientados a la eficacia y cumplimiento de las medidas judiciales a su cargo.
 j) Las demás que otras leyes y reglamentos establezcan.
Con el objeto de cumplir con las facultades antes señaladas, la Dirección podrá:
Resolver sobre las modificaciones no esenciales a las medidas impuestas, así como respecto a las condiciones de su cumplimiento basadas en los protocolos.
Hacer comparecer  a los imputados y sentenciados con fines de notificación, información, registro y control  de las medidas judiciales decretadas así como acudir a los domicilios proporcionados por estos con el objeto de constatar la información  proporcionada.
Requerir la información y documentación a las autoridades auxiliares e integrar un Informe Técnico para la remisión al juez, en el que se especifiquen las circunstancias particulares del cumplimiento, incumplimiento o irregularidad en las medidas judiciales decretadas, así  como la imposibilidad material para la ejecución de dichas medidas.

ARTÍCULO 21. Secretaría de Educación y Cultura.

Corresponde a la Secretaría de Educación y Cultura, durante el procedimiento, el auxilio en la ejecución de las condiciones de aprender una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o institución que esta determine.

ARTÍCULO 21 BIS. Secretaría de Desarrollo Industrial.

Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Industrial:
Durante el procedimiento, el auxilio en la ejecución de las condiciones de aprender una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o institución que la misma determine y tener un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo que el juez determine, un oficio, arte, industria o profesión, sino tiene medios propios de subsistencia.
Durante la etapa de ejecución, el auxilio en la obtención de un empleo.
 ARTICULO  21 TER. Obligaciones de las Autoridades Auxiliares.
I.- Establecer conjuntamente con la Dirección, programas y protocolos orientados a la eficacia y cumplimiento de las medidas judiciales a su cargo.

II.- Determinar  en base a un dictamen técnico debidamente justificado sobre la conveniencia de mantener, revisar, sustituir, modificar o cancelar la medida vigilada.

III.- Rendir un informe a la Dirección sobre el cumplimiento de las medidas, en base a los protocolos.
ARTÍCULO 35. Arraigo sin vigilancia con modalidades.

Cuando se decrete el arraigo sin vigilancia se le impondrán las modalidades que se estimen convenientes, el imputado informará a los Tribunales el domicilio en el que la medida habrá de cumplirse, sea en su propio  domicilio o en el de otra persona.  Previo a su resolución,  los Tribunales pedirán el auxilio de la Secretaría de Seguridad Pública o de otros cuerpos de seguridad pública en el Estado o del Municipio de que se trate, a efecto de verificar la existencia y la viabilidad para su arraigo.
Si el domicilio proporcionado no existe, se considerará como riesgo para lo sociedad, en términos del artículo 172 del Código de Procedimientos Penales, lo que implica la revisión de la medida cautelar.
…
ARTÍCULO 36. Arraigo con vigilancia permanente.
Si se decreta la medida cautelar de arraigo con vigilancia, los Tribunales remitirán de inmediato la resolución a la Dirección, quien determinará el lugar en donde habrá de ejecutarse la referida medida. Una vez establecido, la Dirección comunicará su determinación a los Tribunales así como a la autoridad auxiliar competente para que ejecute la medida.
ARTÍCULO 46. Derogado
ARTÍCULO 48. Embargo Precautorio.

Al decretarse la medida cautelar de embargo precautorio, se remitirá la resolución al Administrador del Tribunal para que provea lo conducente a efecto de que se ejecute la medida cautelar.

ARTÍCULO 53. Ejecución de las penas y medidas de seguridad. 

Para la ejecución de las penas y medidas de seguridad, el Juez de Garantía o el Tribunal de Juicio Oral que dictó la sentencia, según corresponda, deberá:

I.-…

a) Si el imputado fuera sentenciado a prisión, ordenará inmediatamente su internamiento en el establecimiento penitenciario que corresponda, y ponerlo a disposición jurídica del Juez de Ejecución de Penas, remitiéndole el registro donde conste su resolución, a efecto de integrar la carpeta respectiva, dando inicio al procedimiento de ejecución penal, para el debido y exacto cumplimiento de la sanción impuesta.

…

        ….

ARTÍCULO 59. Cómputo de la pena privativa de libertad. 

…


I. …

II. …
III.- Si el sentenciado estuvo sujeto de forma simultánea a dos o más procesos por la comisión de diversos delitos, fuera de los supuestos de concurso real o ideal, y en tales casos se haya dictado prisión preventiva y luego sentencia condenatoria, el tiempo que se cumplió con dicha medida cautelar se computará para  la sanción privativa de libertad impuesta en el proceso en el que primero se dicte sentencia.
Artículo 64. Otras modalidades de internamiento.

Fuera de las hipótesis previstas, y solo en los casos en los que por la edad o estado de salud del sentenciado se ponga en grave riesgo su integridad física el Juez de Ejecución de Penas podrá imponer otras modalidades para cumplir la pena de prisión en semilibertad, tomando en cuenta el tratamiento de salud que deba recibirse.

CAPÍTULO III

DE LA LIBERTAD ANTICIPADA CAPÍTULO III

DE LA LIBERTAD ANTICIPADA

SECCIÓN PRIMERA

DEL TRATAMIENTO PRELIBERACIONAL

Artículo 67. Requisitos para su otorgamiento.

… 

I. …

II. …

III. …

IV. Haber participado en las actividades y programas establecidos por la autoridad penitenciaria.
V. …

VI. …

VII. …

VIII. Que se acredite plenamente mediante los estudios de personalidad que le practique el consejo técnico interdisiciplinario, su aptitud para una reinserción social.

SECCIÓN SEGUNDA

Artículo 70. Improcedencia del beneficio.

La libertad preparatoria no se concederá al sentenciado por los siguientes delitos, previstos en el Código Penal,  tanto si quedaran consumados como en grado de tentativa en aquellos casos que la permitan:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

X. …

XI. …

XII. …

XIII. …

XIV.- Robo, en las hipótesis de los artículos 211, fracciones IV, cuando se trate de accesorios o partes del vehículo, y 212, fracción III.

XV.- Extorsión. 

Artículo 71. Solicitud.

El sentenciado podrá solicitar solo un beneficio ante el Juez de Ejecución de Penas, por conducto de la Dirección, dando inicio el procedimiento respectivo.

Artículo 75. Vigilancia.

...

Las disposiciones previstas a partir del artículo 70 serán aplicables a todos los beneficios de libertada anticipada previstos en este capítulo. 

Artículo 80. Procedimiento.

...
…

…

Realizado lo anterior en cuanto al trámite, se estará a lo dispuesto por el artículo 12 Bis del presente ordenamiento.

ARTÍCULO 97 BIS. Requisitos para la permanencia del beneficio.

Para gozar del beneficio a que se refiere el artículo anterior, el sentenciado deberá:

I.- Sujetarse a las medidas que se fijen para asegurar su comparecencia ante la autoridad, cada vez que sea requerido por ésta;

II.- Obligarse a residir en determinado lugar, del que no podrá ausentarse sin permiso de la autoridad que ejerza el cuidado y vigilancia;

III.- Desempeñar una ocupación lícita;

IV.- Abstenerse de causar molestias a la víctima u ofendido y a sus familiares;

V.- Abstenerse de consumir bebidas embriagantes y estupefacientes o psicotrópicos u otras sustancias que produzcan efectos similares.

ARTÍCULO 100. Vigilancia de la autoridad.

Los sentenciados que obtengan la condena condicional quedarán sujetos a la vigilancia de la autoridad, en los términos de los artículos 30, 32, 33 y 123 de esta ley.
ARTÍCULO 101. Extinción de la sanción.

Se considerará extinguida la sanción si el reo no diere lugar a nuevo proceso que concluya con sentencia condenatoria, si durante un lapso igual al término de la prisión impuesta, contados a partir del día siguiente hábil al que cause ejecutoria la sentencia que concedió la condena condicional, y haya reparado el daño a que fue condenado.

ARTÍCULO 103. Derogado

ARTÍCULO 104. Derogado

ARTÍCULO 126. Ejecución de la medida.

El juez de ejecución ordenará someterse a un tratamiento de deshabituación o desintoxicación, señalado en el fallo, el cual se ejecutara con base en los protocolos establecidos para tal efecto por la Dirección de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.
ARTÍCULO CUARTO.- Se reforman los artículos 7, 13, 24, 29, 40, 41, 46, 50, 51, 55, 63, 65, 66, 71, 72, 73, 74, 82, 95, 99, 101, 102, 109, 110 y 122. Se adicionan los artículos: 31 con un último párrafo, el 41 con una fracción V, el 46 con tres párrafos, el 49 Bis, el 50 con cuatro párrafos, el 68 con las fracciones I, II, III y IV y un último párrafo, el  74 con las fracciones I y II, el artículo 79 con  un último párrafo, 95 con  un segundo párrafo y sus fracciones I y II, artículo 99 con un último párrafo, el 101 con sus incisos g), h) e i)y un último párrafo y el artículo 102 con dos párrafos; Se derogan el artículo 23, las fracciones  I, II y III del artículo, y las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII del artículo 101;  todos de la Ley de Justicia Especial para Adolescentes Infractores del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:

ARTÍCULO 7. Mayor de dieciocho años que cumple medida sancionadora como adolescente.

Con las excepciones previstas en esta y otras leyes, los derechos y principios establecidos en esta Ley se aplicarán a quienes hayan alcanzado la mayoría de edad y se encuentren cumpliendo la medida sancionadora impuesta; así como a quienes después de haber cumplido la mayoría de edad sean procesados por una conducta tipificada como delito cometida siendo menor de edad.

ARTÍCULO 13. Principio de no discriminación.

…

Durante la investigación, la tramitación del proceso y la ejecución de las medidas sancionadoras, se respetarán al adolescente sus creencias, su religión, sus prácticas culturales y las necesidades propias de su sexo o género, salvo disposición de autoridad competente por causas de orden público o interés general.

ARTÍCULO 23. Derogado.

ARTÍCULO 24. Defensa en juicio.

En todo proceso, el adolescente debe estar asistido por un licenciado en derecho con cédula debidamente registrada, autorizado en los términos de la Ley de Profesiones del Estado, en todas las etapas del proceso y será nula la declaración que se le reciba por autoridad distinta de la judicial o sin presencia de su defensor.

…

ARTÍCULO 29. Derecho de abstenerse de declarar.

Todo adolescente tiene derecho a abstenerse de declarar. Su silencio no puede ser valorado en su contra.

…

ARTÍCULO 31. Privacidad.

…

Salvo lo dispuesto para la suspensión del proceso a prueba,…

No obstante lo anterior, los señalados en el párrafo que antecede, si pueden señalarse y el juez deberá tomarlos en consideración para decidir sobre la imposición de medidas cautelares o para la procedencia o no de la suspensión de proceso a prueba.

ARTÍCULO 40. Plazos de prescripción de la acción.

La acción prescribe en un término igual al medio aritmético que resulte de la suma del mínimo y el máximo de duración de la pena privativa de libertad señalada en el Código Penal para la conducta tipificada como delito que se atribuye al adolescente tomando en cuenta, en su caso, las modalidades típicas que aumentan o disminuyen la pena. En ningún caso, el plazo de prescripción podrá exceder de diez años ni podrá ser inferior a un año. Se seguirán las reglas que para tal efecto establece el Código Penal del Estado.

ARTÍCULO 41. Inicio de la prescripción.

Los plazos para la prescripción de la acción serán continuos; en ellos se considerará el delito con sus modalidades y se contarán a partir de:

I.- El momento en que se consumó el delito, si es instantáneo;

II.- El momento en que cesó la consumación, si el delito es permanente;

III.- El día en que se realizó la última conducta, si el delito es continuado;

IV.- El momento en que se realizó el último acto de ejecución o se omitió la conducta debida, si se trata de tentativa; y

V.- El día en que el Ministerio Público haya recibido el oficio correspondiente, en los casos en que se hubiere librado orden de reaprehensión o presentación, respecto del adolescente que se haya sustraído de la acción de la justicia.

ARTÍCULO 46. Requisitos especiales para la procedencia.
Con excepción de los delitos de homicidio doloso, secuestro, violación cuando se realice por medio de la violencia física o moral,  tortura, trata de personas, desaparición forzada de personas y tráfico de menores. Tanto si quedaran consumados como si solo se manifiestan en grado de tentativa en aquellos que la permitan,  procederán las formas alternativas de Justicia previstas en este capítulo hasta antes de dictarse el auto de apertura a juicio.

Tampoco procederán estas formas alternativas de justicia cuando exista oposición de la víctima, su representante legal o del Ministerio Público.

Para la procedencia de las formas alternativas de Justicia, además de la solicitud del adolescente, es indispensable  el consentimiento de su padre,  madre, de ambos o del representante de aquel. Si no existe quien ejerza la patria potestad o la tutela en el adolescente; se desconoce quiénes son dichas personas o su paradero o cuando su localización sea difícil, el Juez de garantía analizando las circunstancias del caso y los términos del acuerdo reparatorio, convalidara el consentimiento otorgado por el adolescente.

Durante la audiencia en la que se resuelva sobre la procedencia de las formas alternativas de justicia, deberán estar presentes el Ministerio Público, la víctima u ofendido, el adolescente, su defensor, su padre, su madre o ambos, o su representante en su caso.
Las autoridades aplicarán de forma prioritaria las formas alternativas al juicio y los modos simplificados de terminación previstos en esta ley, de conformidad con las constituciones Federal y Local así como en los tratados Internacionales. 

ARTÍCULO 49 BIS. Prevención.

Siempre que se conceda una salida alterna, el Juez prevendrá al adolescente para que  cumpla con las condiciones impuestas y al padre o a la madre o su representante, para que en su caso, se conviertan en un órgano de vigilancia.
ARTÍCULO 50. Solicitud de suspensión del proceso a prueba y condiciones por cumplir durante el período.

A solicitud del adolescente, de sus representantes legales o del Ministerio Público, procederá la suspensión del proceso a prueba siempre y cuando el adolescente no se encuentre gozando o haya gozado del mismo en proceso diverso, no haya sido condenado por delito doloso y se haya pagado la reparación del daño.

Además de los casos del artículo 46, procederá en todos los casos cuando en razón de la edad del adolescente, no pueda ser sujeto a una medida sancionadora privativa de libertad.
La incomparecencia de la victima u ofendido siempre y cuando hayan sido debidamente citados, no impedirá que el juez resuelva sobre la solicitud.

El Juez de Garantía fijará el plazo de suspensión del proceso a prueba, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a un año, y determinará imponer al adolescente una o varias de las condiciones que deberá cumplir.

El Ministerio Público, la víctima u ofendido, podrán proponer al Juez las que condiciones a que debe someterse el adolescente.

Las condiciones a cumplir son las siguientes:

I.- Residir en un lugar determinado;

II.- Frecuentar o dejar de frecuentar determinados lugares o personas, así como abstenerse de establecer comunicación con las mismas por cualquier medio;

…

VI.- Integrarse con apoyo de los padres en programas de formación en derechos humanos, escuela para padres, talleres de educación familiar o cualesquier otro programa similar;

…

Cuando se acredite plenamente que el adolescente infractor no puede cumplir con alguna de las condiciones anteriores, por ser contrarias a su salud, sus creencias religiosas o alguna otra causa de especial relevancia, el Juez podrá sustituirlas, fundada y motivadamente, por el cumplimiento de otra u otras análogas que resulten razonables.

El Juez preguntará al adolescente si se obliga a cumplir con las condiciones impuestas y, en su caso, lo prevendrá sobre las consecuencias de su inobservancia.

ARTÍCULO 51. Revocación de la suspensión.

Si el adolescente se aparta considerablemente y en forma injustificada de las condiciones impuestas, no cumple con el plan de reparación, o posteriormente se le inicia nuevo proceso por delito doloso o es condenado en forma ejecutoriada por conducta tipificada como delito doloso, cuando el proceso suspendido a prueba se refiera a un hecho típico de esta naturaleza, el Juez, previa petición del Agente del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, convocará a las partes a una audiencia en la que se debatirá sobre la revocatoria y resolverá de inmediato, fundada y motivadamente, acerca de la reanudación de la persecución de la conducta típica. En lugar de la revocatoria, el Juez podrá ampliar el plazo de la suspensión a prueba hasta por seis meses más. Esta extensión del término puede imponerse sólo por una vez.

…

ARTÍCULO 55. Duración del proceso para adolescentes.

El adolescente será juzgado en un plazo que no exceda dos años.

ARTÍCULO 63. La detención cautelar de adolescente en centro especializado es de carácter excepcional, como medida cautelar en ningún caso será superior a dos años, salvo que su prolongación se deba al ejercicio de defensa del adolescente. Si cumplido este término no se ha pronunciado sentencia, el adolescente será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas cautelares.

ARTÍCULO 65. Detención en caso de flagrancia o Caso Urgente.

Se podrá detener al adolescente en caso de flagrancia o caso urgente sin orden judicial o cuando se haya fugado de un centro especializado de internamiento en el que estaba cumpliendo una medida cautelar o sancionadora.

Los agentes policíacos que detengan a un adolescente en cualquiera de los supuestos anteriores, están obligados a remitirlo, inmediatamente, al Ministerio Público.

…

ARTÍCULO 66. Supuestos de flagrancia.

Se encuentra en situación de flagrancia respecto a un hecho delictivo, quien fuere sorprendido al cometerlo o fuere detenido inmediatamente después de la comisión del mismo, tomando en cuenta para ello el tiempo en que ocurrieron los hechos, el lugar y las circunstancias del caso; si existe persecución, aun en los casos de ocultamiento.

Para el efecto del presente artículo, la comisión del hecho delictivo se entenderá en relación con las formas de consumación del delito en los términos de los artículos 17 y 19 del Código Penal del Estado.

La detención se notificará inmediatamente a su padre, a su madre o a su representante. En caso de imposibilidad para localizar a estos se notificara a la Procuraduría de la Defensa del Menor y será esta institución quien se encargará de la custodia en caso de libertad del menor. 

En el caso de adolescentes detenidos en flagrancia, el Ministerio Público deberá en los supuestos del artículo 101 de esta ley, ponerlo a disposición del Juez en un plazo máximo de 48 horas, atender el procedimiento de la audiencia de control de detención y, en su caso formular la imputación o podrá dejar sin efectos la detención cuando no pretenda solicitar la prisión sin perjuicio de fijar una caución o bien si en ese momento no se encuentran reunidos los requisitos del primer párrafo del artículo 19 constitucional.
ARTÍCULO 68. Requisitos para vincular a proceso al adolescente imputado.

El Juez, a petición del Ministerio Público, decretará la vinculación del adolescente imputado a proceso siempre que se reúnan los siguientes requisitos:

I. Que se haya formulado la imputación.

II. Que el adolescente imputado haya rendido su declaración preparatoria o manifestado su deseo de no declarar.

III. De los antecedentes de la investigación expuestos por el Ministerio Público, se desprendan los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión.

IV. No se encuentre demostrada, más allá de toda duda razonable, una causa de extinción de la acción penal o una excluyente de incriminación.

El auto de vinculación a proceso únicamente podrá dictarse por los hechos que fueron motivo de la formulación de la imputación, pero el Juez podrá otorgarles una clasificación jurídica diversa a la asignada por el Ministerio Público al formular la imputación. En dicho auto deberá establecerse el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución de tales hechos.

Artículo 71. Características de la declaración.

…

III. Breve, de modo que la comparecencia ante el Juez tome estrictamente el tiempo requerido;

…

Las mismas reglas se observarán, en lo aplicable, en las declaraciones que voluntariamente tenga con el Ministerio Público.

ARTÍCULO 72. Plazo para el cierre de la investigación.
Antes de concluir la audiencia de vinculación a proceso, el Juez de Garantía fijará un plazo no mayor a seis meses para el cierre de la investigación.

ARTÍCULO 73. Cierre de la investigación.
Al concluir el plazo a que se refiere el artículo anterior, el Ministerio Público en un plazo de 10 días deberá formular la acusación o solicitar el sobreseimiento o la suspensión del proceso. El Juez de Garantía correrá traslado por el mismo plazo al adolescente y a su defensor, quienes podrán ofrecer, en ese plazo, la prueba para el juicio.

ARTÍCULO 74.- Procedimiento abreviado.
Además de los previstos en el Código de Procedimientos Penales, el procedimiento abreviado se sujetará al cumplimiento de los siguientes requisitos de validez:

I.- La voluntad del adolescente infractor, y

II.- El consentimiento expreso de su padre, de su madre, de ambos, o de su representante.

ARTÍCULO 79. Requisitos de la sentencia.

La sentencia debe estar fundada y motivada...

Cuando se trate de sentencia condenatoria y la prueba producida no permita establecer con certeza el monto de los daños, de los perjuicios o de las indemnizaciones correspondientes, el Tribunal podrá condenar genéricamente a reparar los daños y los perjuicios y ordenar que se liquiden en ejecución de sentencia por vía incidental, siempre que éstos se hayan demostrado, así como su deber de repararlos.

Artículo 82. Audiencia de comunicación de la sentencia. 

En la audiencia en que se comunica la sentencia, deberán concurrir el Ministerio Público, el adolescente, su defensor y, en su caso, podrán asistir su padre, madre, ambos, o su representante. La ausencia de estos últimos no suspenderá la audiencia. 

En caso de que la sentencia sea condenatoria… 

ARTÍCULO 95. Reparación del daño.

La reparación del daño se entenderá en términos del artículo 43 del Código Penal del Estado.

Están obligados al pago de la reparación del daño además de las personas que trata el artículo 47 del Código Penal:

I.- Los Adolescentes por los delitos que cometan.

II.- Los padres, tutores, adoptantes, custodios por los delitos cometidos por los adolescentes que estén bajo su autoridad.

ARTÍCULO 99. Privación de libertad durante el tiempo libre.

Esta modalidad de privación de libertad debe cumplirse en un Centro Especializado durante el tiempo libre, cuando el adolescente no tenga la obligación de asistir a la escuela o al trabajo.

Los espacios destinados al internamiento en tiempo libre no tendrán  seguridad extrema y deben estar separados de los destinados al cumplimiento de la medida de internamiento definitivo.

No puede dictarse por un plazo inferior a dos meses ni superior a un año.

Esta medida se le podrá otorgar al adolescente como beneficio preliberacional en los últimos dos años del cumplimiento de la medida sancionadora privativa de libertad cuando esta sea de siete años o superior a este término.

ARTÍCULO 101. Catálogo de delitos.

La privación de libertad en centro especializado para adolescentes podrá ser aplicada únicamente en los casos de hechos típicos graves, que son los siguientes:

a).- Homicidio Doloso;

b).- Lesiones dolosas, cuando produzcan la pérdida de cualquier función orgánica de un miembro, de un órgano o de una facultad, o causen una enfermedad incurable o una deformidad incorregible; o cuando pongan en peligro la vida;

c).- Secuestro;

d).- Violación;

e).- Robo cometido en término de las fracciones II, IV y IX del artículo 211 y en todos los supuestos del artículo 212 del Código Penal; 

f).- Trata de personas;

g).- Tortura;

h).- Desaparición forzada de personas, y

i).- Tráfico de menores, salvo lo previsto en el artículo 167 del Código penal;

La tentativa de estos hechos típicos, también será calificada como grave para los efectos de este artículo;

ARTÍCULO 102. Medida privativa de libertad.

…

I.- De dos a Diez años, cuando tengan entre catorce años cumplidos y menos de dieciséis años.

II.- De tres a Quince años, cuando tengan entre dieciséis años cumplidos y menos de dieciocho años.

En caso de concurso de delitos se impondrá la sanción correspondiente a la conducta que merezca la mayor penalidad, la que podrá aumentarse hasta por el mínimo de la sanción que corresponda a cada una de las conductas ejecutadas, sin que con ello se exceda de quince años de medida sancionadora de privación de libertad.

Al aplicar una medida sancionadora de privación de libertad en centro especializado, el Juez debe considerar el período de detención cautelar al que fue sometido el adolescente.

La medida prevista en el artículo 99 se le podrá conmutar al adolescente, como beneficio preliberacional, siempre y cuando haya cumplido, cuando menos, las 2 terceras partes de la media sancionadora privativa de libertad en centro especializado que se le haya impuesto. 

ARTÍCULO 109. Derechos del adolescente durante la ejecución.

…

XIV.- Los demás derechos establecidos en el sistema penitenciario, otras leyes y los instrumentos internacionales específicos, exceptuándose la condena condicional, la remisión parcial de la pena por considerarse no compatible con los principios que rigen en este sistema; y,

…

ARTÍCULO 110. Plan individual de ejecución.

…

El plan deberá elaborarse dentro de los quince días siguientes a que quede firme la resolución que imponga la medida.

ARTÍCULO 122. Aplicación supletoria.

En lo no previsto en este ordenamiento si no se opone a sus principios, derechos y garantías, se aplicarán las normas compatibles que no sean contrarias a esta ley.

ARTÍCULO QUINTO.- Se reforma el artículo 16, de la Ley de Justicia Penal Alternativa del Estado de Chihuahua, para quedar redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO 16. …

I.- Al Centro de Justicia Alternativa, cuando se trate de delitos imprudenciales, en los que proceda el perdón de la víctima u ofendido, delitos de contenido patrimonial que se hayan cometido sin violencia sobre las personas, delitos que admitan presumiblemente la sustitución de sanciones o condena condicional, delitos cuya pena media aritmética no exceda de cinco años de prisión y carezcan de trascendencia social.

En caso  de flagrancia se cuidará que sea oportunamente turnado a la  unidad que corresponda, cuidando el término constitucional.
II.-…

III.-…

ARTÍCULO SEXTO.- Se reforman los artículos 7 y 11 de la Ley de Atención y Protección a Víctimas u Ofendidos del Delito del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:

ARTÍCULO 7.

…
VI.- A que se le garantice la reparación de daños y perjuicios cuando legalmente proceda;

…
X.- Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley, así como a constituirse como acusador coadyuvante;
…

ARTÍCULO 11. El Ministerio Público deberá dictar desde el inicio de la investigación y durante el ejercicio de la acción penal, las medidas necesarias a efecto de recabar pruebas suficientes para acreditar los daños y perjuicios causados a la víctima u ofendido del delito, incluyendo la fijación del monto de la reparación material, así como solicitar el aseguramiento y embargo precautorio de bienes para ese efecto.
ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se reforman los artículos 5 y 17 ambos de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:

ARTÍCULO 5. Para el ejercicio de las funciones sustantivas, forman parte de la Procuraduría: la Agencia Estatal de Investigación, el Centro de Justicia Alternativa, Laboratorios de Criminalística y Ciencias Forenses de la Procuraduría General De Justicia Del Estado, la Dirección de Atención a Víctimas de Violencia de Género y Violencia Familiar, la Dirección Administrativa, la Dirección de Informática y las demás dependencias necesarias para el buen funcionamiento de la Institución.

ARTÍCULO 17. El Centro de Estudios Penales y Forenses, Laboratorios De Criminalística Y Ciencias Forenses De La Procuraduría General De Justicia Del Estado, estarán a cargo de sus respectivos directores, y tendrán la estructura y atribuciones establecidas en el Reglamento respectivo.

T R A N S I T O R I O S

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigencia treinta días después de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, 

ATENTAMENTE

“SUFRAGIO EFECTIVO: NO REELECCIÓN”
LIC. JOSÉ REYES BAEZA TERRAZAS

GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO
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